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En sesión celebrada el día 5 de septiembre de
2016, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

En ejercicio de la iniciativa legislativa que les
reconoce el artículo 19.1.b) de la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra, los Grupos Parlamentarios Geroa Bai,
EH Bildu Nafarroa, Podemos-Ahal Dugu y la Agru-
pación de Parlamentarios Forales de Izquierda-
Ezkerra han presentado la proposición de Ley Foral
por la que se adoptan medidas de apoyo a los ciu-
dadanos y ciudadanas en materia de vivienda.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 148 del Reglamento de la Cámara,
previa audiencia de la Junta de Portavoces, SE
ACUERDA:

1.º Ordenar la publicación de la proposición de
Ley Foral por la que se adoptan medidas de
apoyo a los ciudadanos y ciudadanas en materia
de vivienda en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra.

2.º Remitir la referida proposición de Ley Foral
al Gobierno de Navarra a los efectos previstos en
el artículo 148 del Reglamento.

Pamplona, 5 de septiembre de 2016

La Presidenta: Ainhoa Aznárez Igarza 

Proposición de Ley Foral por la que
se adoptan medidas de apoyo a los

ciudadanos y ciudadanas en materia
de vivienda

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El Acuerdo Programático para el Gobierno de
Navarra en la legislatura 2015-2019 contiene una
serie de medidas en materia de vivienda que pre-
tenden hacer efectivo el derecho a una vivienda
digna y adecuada para la ciudadanía navarra. 

La implantación de estas medidas no puede
demorarse en el tiempo dada la situación en la
que se encuentran muchas personas que residen
en la Comunidad Foral de Navarra, consecuencia
de la situación de crisis económica que venimos
padeciendo desde hace más de ocho años y que
se ha cebado especialmente con los sectores más
desfavorecidos de la población.

Con la presente ley foral se pretende dar cum-
plimiento a gran parte de las previsiones conteni-
das en el Acuerdo Programático, para lo que resul-
ta necesario modificar varios artículos de la Ley
Foral 10/2010, de 10 de mayo, del Derecho a la
Vivienda en Navarra, y del Decreto Foral 61/2013,
de 18 de septiembre, por el que se regulan las
actuaciones protegibles en materia de vivienda. 

II

El artículo 1 contiene una modificación de
varios artículos de la Ley Foral 10/2010, de 10 de
mayo, del Derecho a la Vivienda en Navarra.  

En primer lugar, se posibilita que las viviendas
protegidas de las Administraciones Públicas de
Navarra o de sociedades públicas dependientes
se cedan en precario para atender así a personas
acogidas a programas de integración o ayuda
social. Con ello se pretende dar respuesta a situa-
ciones específicas de emergencia habitacional
que hasta la fecha no podían solucionarse utili-
zando viviendas protegidas, dada la rigidez con la
que estaba regulada su utilización y adjudicación.

Ahondando en la necesidad de destinar las
viviendas protegidas en régimen de arrendamiento
a personas con necesidades de integración social,
la presente ley foral amplía los supuestos en los
que se podrá habilitar la reserva de viviendas pro-
tegidas a este colectivo de personas, dotando así
de mayor flexibilidad al procedimiento de adjudica-
ción, lo que sin duda va a permitir responder más
rápidamente a situaciones sobrevenidas que pue-
dan aparecer en el futuro.
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Asimismo, con la misma finalidad de atender a
las necesidades de los colectivos más desfavore-
cidos, se recoge la posibilidad de autorizar el
arrendamiento de viviendas protegidas propiedad
de administraciones o sociedades públicas, bien a
las entidades locales, bien a personas jurídicas
sin ánimo de lucro que precisen de la vivienda
para los fines sociales que tienen encomendados.

Por otra parte, se modifica la redacción del
artículo 10 para dar una regulación distinta al pre-
cio máximo de venta de las viviendas protegidas y
al precio máximo de renta. Se trata en definitiva de
desvincular el precio máximo de renta de las
viviendas protegidas de la evolución de los módu-
los y precios aplicables a la venta de viviendas
protegidas, ya que el arrendamiento y las opera-
ciones de compraventa de viviendas protegidas
responden a finalidades y objetivos completamen-
te distintos. Además, durante los últimos años se
ha observado un encarecimiento excesivo de los
precios máximos de renta como consecuencia de
la subida progresiva de los módulos aplicables a
la venta de viviendas protegidas. La traslación de
este encarecimiento al precio de renta de las
viviendas protegidas ha supuesto que en muchos
casos el precio de alquiler del mercado libre haya
quedado por debajo del precio protegido, lo que
carece de toda lógica.

Ello supone en la práctica una rebaja de los pre-
cios máximos de renta de las viviendas protegidas
en las que sus inquilinos tienen la posibilidad de
percibir subvenciones, y el establecimiento de dos
precios de alquiler distintos en función de la ubica-
ción de las viviendas. Del mismo modo, se objetiva
la actualización futura del precio máximo oficial de
renta, haciéndose ahora referencia a la evolución
del Índice de Garantía de Competitividad.

Como contrapartida, la presente ley foral recu-
pera la subvención a los promotores de viviendas
protegidas en régimen de arrendamiento sin
opción de compra. Recordemos que esta subven-
ción fue derogada por el Decreto Foral 16/2012, de
14 de marzo, por el que se derogó el artículo 59
del Decreto Foral 4/2006, de 9 de enero, por el que
se regulan las actuaciones protegibles en materia
de vivienda y el fomento de la edificación residen-
cial, lo que supuso en la práctica que se dejasen
de construir nuevas promociones de viviendas pro-
tegidas en régimen de arrendamiento.

Otro de los puntos contenidos en el Acuerdo
Programático es el relativo al fomento de las coo-
perativas de viviendas. Para dar cumplimiento a
este punto se modifica la redacción del apartado 5
del artículo 20, posibilitando la constitución de
cooperativas de personas empadronadas en el

municipio para promover viviendas protegidas.
Esta previsión que existía anteriormente, se
amplía a municipios de hasta 10.000 habitantes
situados fuera de la Comarca de Pamplona y se
reduce de 4 a 1 año el requisito de antigüedad en
el empadronamiento del municipio. Especial inte-
rés presenta la nueva regulación relativa a la pro-
moción de viviendas de protección oficial por aso-
ciaciones sin ánimo de lucro en régimen de cesión
de uso. Se trata en definitiva de fomentar el coo-
perativismo creando además un nuevo régimen de
acceso a la vivienda, más allá de la adquisición o
arrendamiento de la misma, e intentando tomar lo
mejor de uno y otro régimen para adaptarlo a las
nuevas necesidades de una sociedad cambiante.
Las viviendas así promovidas se rigen por las dis-
posiciones generales aplicables a las viviendas de
protección oficial, si bien la duración del régimen
de protección será indefinido y no será necesaria
la adjudicación de las viviendas a través del
Censo de solicitantes de vivienda protegida.

La siguiente modificación introducida tiene por
objeto acabar con una situación injusta y discrimi-
natoria que hasta la fecha se ha producido en la
adjudicación de las viviendas protegidas: la pun-
tuación por años de empadronamiento en algún
municipio de la Comunidad Foral de Navarra. 

El derecho a la vivienda es un derecho consti-
tucional que debe ser garantizado con indepen-
dencia de los años que se lleve residiendo en un
determinado lugar, considerándose que todas las
personas empadronadas en Navarra deben ser
tratadas en términos de igualdad. Por ello, se
suprime la puntuación específica contenida en los
baremos de acceso a la compra o alquiler de una
vivienda protegida que tenía por objeto primar los
años de empadronamiento en algún municipio de
la Comunidad Foral, y se modifican otros artículos
de la ley foral que contenían referencia a la anti-
güedad en el empadronamiento.

Asimismo, se modifica el baremo de acceso al
alquiler para reconocer mayor puntuación a las
personas que, por diferentes causas, han perdido
la vivienda donde residían, ampliándose el
supuesto hasta ahora existente a los casos en que
se ha producido una dación en pago o a las per-
sonas que han sido desahuciadas por impago del
alquiler. Y desaparecida la desgravación fiscal por
titularidad de cuenta vivienda, se corrige el ante-
rior concepto puntuable por este motivo, exten-
diéndolo a quien acredita un mínimo ahorro con
carácter previo a la adquisición de una vivienda
protegida. Se obliga por último a la adjudicación
de los apartamentos tutelados para personas
mayores de 60 años o discapacitadas a través del
Censo de solicitantes de vivienda protegida, elimi-
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nando el baremo anteriormente existente solo
para tal fin.

Especial consideración merece la modificación
que se realiza del artículo 40, estableciéndose
varias obligaciones a los gestores de viviendas
protegidas en régimen de arrendamiento con la
finalidad de velar por la necesaria transparencia
en la fijación de los diferentes conceptos que pue-
den englobar los gastos derivados de la gestión
de los elementos comunes del edificio. 

En último lugar, se añade un nuevo título a la
Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, para asegurar
en el futuro la participación ciudadana en el dise-
ño de las políticas en materia de vivienda, partici-
pación que se instrumentará a través de diferentes
mecanismos, siendo el principal el Plan de Vivien-
da de Navarra cuyo contenido mínimo y procedi-
miento de elaboración se regulan en esta ley foral.

Asimismo, en el nuevo título se prevé una
nueva organización administrativa en materia de
vivienda, estableciéndose el Consejo de la Vivien-
da de Navarra como órgano consultivo y asesor
del Gobierno de Navarra en la materia, y se regula
el funcionamiento del ya existente Servicio de
mediación en materia de vivienda.

III

El cumplimiento del Acuerdo Programático tam-
bién exige de la modificación del Decreto Foral
61/2013, de 18 de septiembre, por el que se regu-
lan las actuaciones protegibles en materia de
vivienda. Para ello el artículo 2 contiene la modifi-
cación de varios de sus preceptos.

En primer lugar, para avanzar en el cumpli-
miento de la normativa comunitaria aplicable en la
materia de certificación energética, se exigirá que
todas las promociones de viviendas protegidas
que se presenten a calificar a partir del 1 de enero
de 2017, acrediten que obtendrán, como mínimo,
un nivel B de calificación energética relativa al
consumo de energía.  

En segundo lugar, como medida de apoyo a
los sectores de la población más necesitados, se
establece una subvención del 75% del precio de
renta para los casos de renovación o prórroga de
los arrendamientos de viviendas protegidas, cuan-
do la persona arrendataria sea perceptora de la
renta de inclusión social. 

Idéntico objetivo de apoyar a las personas con
menos recursos orienta la modificación de varios
artículos referidos a la rehabilitación protegida de
edificios y viviendas. 

En este sentido, se disminuye la cantidad míni-
ma que se debe gastar en las obras para poder

tener la actuación la consideración de protegida y
por tanto el derecho a acceder a las correspon-
dientes ayudas, y se establece una línea de ayu-
das específicas para dotar de condiciones ade-
cuadas las viviendas adquiridas bajo el programa
de Vivienda de Integración Social o que sea pro-
piedad de unidades familiares perceptoras de
renta de inclusión social, permitiéndose la posibili-
dad de anticipar la subvención a través de los
entes sin ánimo de lucro y las entidades locales.
Asimismo, también se establece un porcentaje
adicional de ayudas para los beneficiarios de la
renta de inclusión social y se mejoran las subven-
ciones a conceder a determinados colectivos: per-
sonas mayores de 65 años, discapacitados motri-
ces graves, familias numerosas, jóvenes, víctimas
de violencia de género y víctimas de terrorismo. 

En materia de rehabilitación también se reali-
zan otras modificaciones de importancia. Por un
lado, se amplía a 120 m2 la superficie máxima de
las viviendas rehabilitadas que se creen por adi-
ción o división de las existentes, dado que la
superficie de las viviendas existentes en determi-
nados ámbitos puede no permitir ajustarse a los
90 m2 anteriormente exigibles e imposibilitar la via-
bilidad de determinadas actuaciones. Por otro
lado, se suprime el requisito de acceso a las ayu-
das por rehabilitación relativo a no ser propietario
de otra vivienda, con el firme propósito de fomen-
tar las actuaciones de rehabilitación e impulsar la
actividad económica.

Mayor consideración merece la ampliación de
los potenciales destinatarios de las ayudas a la
mejora de la envolvente térmica y la creación de
una nueva ayuda para las comunidades de propie-
tarios que actúen sobre el conjunto de la instala-
ción de calefacción y/o de agua caliente sanitaria
centralizadas. En este sentido, siguiendo la senda
marcada por la Ley Foral 5/2015, de 5 de marzo,
de medidas para favorecer el urbanismo sosteni-
ble, la renovación urbana y la actividad urbanística
en Navarra, se pretende con ambas medidas
mejorar la calidad de vida de la ciudadanía, redu-
cir la dependencia energética de la Comunidad
Foral y erradicar los casos de pobreza energética
existentes en nuestros municipios. Se trata en defi-
nitiva de cumplir con la máxima manifestada en la
Declaración de Toledo por los 27 estados miem-
bros de Unión Europea el 22 de junio de 2010, “La
principal batalla de la sostenibilidad urbana se ha
de jugar precisamente en la consecución de la
máxima ecoeficiencia posible en los tejidos urba-
nos de la ciudad ya consolidada”.

Por otra parte, se quiere dar apoyo a las políti-
cas de viviendas de las Entidades Locales. Así, se
establece una nueva subvención para las Entida-
des Locales que rehabiliten sus viviendas para
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destinarlas al arrendamiento. Esta nueva subven-
ción no solo abarca las obras de rehabilitación
que resulte necesario realizar para adecuar las
viviendas, sino también el posterior arrendamiento
de la vivienda siempre y cuando se cumplan unas
condiciones determinadas. Igualmente se subven-
ciona la posibilidad de adquirir vivienda usada
para destinarse al programa de Vivienda de Inte-
gración Social en arrendamiento.

Por último, para evitar la fuga de viviendas del
parque protegido de alquiler, se modifica y flexibili-
za la regulación referida a la posibilidad de conti-
nuar destinando al arrendamiento protegido aque-
l las viviendas con respecto a las que haya
concluido el plazo de protección para el que fue-
ron calificadas.

IV

La disposición adicional única tiene por objeto
congelar durante 2017 el nuevo precio de renta de
las viviendas protegidas establecido en la presen-
te ley foral. La disposición transitoria concreta
desde qué procedimiento de adjudicación a través
del Censo de solicitantes serán de aplicación los
nuevos baremos y reservas aplicables, mientras
que la disposición final primera contiene una habi-
litación al Gobierno de Navarra para elaborar un
texto refundido de la Ley Foral 10/2010, de 10 de
mayo, del Derecho a la Vivienda en Navarra. Esta
habilitación se realiza a la vista del gran número
de modificaciones realizado sobre la mencionada
ley foral y en aras de garantizar la necesaria segu-
ridad jurídica de los diferentes actores intervinien-
tes en materia de vivienda.

V

Para posibilitar cuanto antecede, esta ley foral
se desarrolla a lo largo de dos artículos, una dis-
posición adicional, una disposición transitoria, una
disposición derogatoria y dos disposiciones fina-
les.

Artículo 1. Modificación de la Ley Foral
10/2010, de 10 de mayo, del Derecho a la Vivienda
en Navarra.

La Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del Dere-
cho a la Vivienda en Navarra, queda modificada
en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 7,
que queda redactado de la siguiente forma:

“3. Las viviendas de protección oficial podrán
calificarse en régimen de propiedad, en régimen
de arrendamiento, en régimen de arrendamiento
con opción de compra y en régimen de cesión de

uso. Las viviendas de precio tasado únicamente
podrán calificarse en régimen de propiedad.

No obstante lo anterior, las viviendas protegi-
das titularidad de Administraciones Públicas de
Navarra o de sociedades públicas de ellas depen-
dientes se podrán adjudicar en régimen de preca-
rio en atención a circunstancias excepcionales
que impidan temporalmente su adjudicación en
régimen de arrendamiento o propiedad, siempre
que sus beneficiarios estén incluidos en actuacio-
nes específicas de integración o ayuda social,
desarrolladas por el ayuntamiento donde se ubi-
quen las viviendas o por el Gobierno de Navarra”.

Dos. Se modifica la redacción del artículo 10,
que queda redactado del siguiente modo: 

“Artículo 10. Precio máximo de venta y renta.

La calificación como vivienda protegida deter-
mina la sujeción de cualesquiera actos de disposi-
ción, arrendamiento o adquisición a un precio
máximo limitado.

1. Precio máximo de venta.

a) Corresponde a la persona titular del depar-
tamento competente en materia de vivienda fijar el
precio máximo de venta de las viviendas protegi-
das y sus anejos, de acuerdo con lo previsto en
esta ley foral, debiendo desarrollarse un proceso
de participación social previo a su aprobación
según lo previsto en la Ley Foral 11/2012, de 21 de
junio, de la Transparencia y del Gobierno Abierto.

b) El precio máximo de venta de las viviendas
protegidas se establece en función de los módulos
sin ponderar y ponderado.

c) El módulo ponderado será de aplicación, al
menos, a las actuaciones relativas a la construc-
ción de nuevas viviendas protegidas, a las de
rehabilitación y al tanteo y retracto de viviendas
protegidas en construcción, o en primera transmi-
sión hasta un año después de la calificación defi-
nitiva.

El módulo sin ponderar se aplicará para deter-
minar el precio máximo de venta de las viviendas
protegidas en los siguientes supuestos:

1.º Viviendas que se hayan calificado definitiva-
mente en régimen de propiedad con más de un
año de antelación.

2.º Viviendas incluidas en programas de inte-
gración social.

3.º Viviendas que sean objeto de tanteo o
retracto en segunda transmisión, o en primera
cuando haya transcurrido más de un año desde la
calificación definitiva.
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4.º Segundas y ulteriores transmisiones de
viviendas protegidas.

5.º En su caso, otros que reglamentariamente
se determinen.

Los módulos de precios máximos de venta se
establecerán con periodicidad anual, y se expre-
sarán en euros por metro cuadrado útil de vivien-
da.

El producto de multiplicar el módulo por el coe-
ficiente que corresponda determina los precios
máximos de venta por metro cuadrado útil de las
viviendas protegidas y sus anejos.

En su caso, el Gobierno de Navarra podrá
establecer coeficientes zonales que permitan valo-
rar diferencias de costes estimados por zonas.

d) Los módulos se actualizarán anualmente,
con efectos de 1 de enero de cada año, mediante
el cálculo del valor máximo de venta de las vivien-
das de protección oficial (VPO), según la siguiente
fórmula:

VMu = ((1.27 + H/100) x PEMu) / (0.755 - (F +
Co + B)/100), siendo:

VMu = Valor máximo de venta por metro cua-
drado útil de la vivienda de protección oficial.

H = Coste de honorarios técnicos de proyecto y
dirección de obras, expresado en porcentaje del
PEM. El valor normal de este coste será del 7%.
Podrá ser incrementado o disminuido en un punto
porcentual mediante justificación técnica.

PEMu = Presupuesto de ejecución material
expresado en euros por metro cuadrado útil. Para
su cálculo se considerará como superficie total útil
de una promoción la suma de las superficies tota-
les útiles destinadas a vivienda y garaje, y el 40%
de las destinadas a trasteros y locales.

F = Costes financieros del promotor, expresa-
dos como porcentaje sobre el precio máximo de
venta (VM). El valor normal de este coste será del
4%. Podrá ser incrementado o disminuido en un
punto porcentual mediante justificación técnica.

Co = Costes de comercialización, como por-
centaje sobre el precio máximo de venta (VM). El
valor normal de este coste será del 2%. Podrá ser
incrementado o disminuido en un punto porcentual
mediante justificación técnica.

B = Beneficio del promotor, expresado como
porcentaje del precio máximo de venta (VM). El
valor normal de este coste será del 11%. Podrá
ser incrementado o disminuido en un punto por-
centual mediante justificación técnica.

Para la determinación de estas variables se
tomarán en consideración, preferentemente, las
promociones públicas de viviendas de protección
oficial. Asimismo, también podrán utilizarse los
datos de promociones de viviendas de protección
oficial que se presenten para su calificación en el
departamento competente en materia de vivienda.
A tal efecto, dicho departamento podrá requerir a
los promotores la aportación de la certificación
final de obra u otros datos que resulten de interés
para el cálculo de las variables previstas en la fór-
mula.

e) Módulo ponderado.

Determinado el valor máximo del metro cua-
drado útil de la vivienda de protección oficial, el
módulo ponderado será el resultado de dividir
dicho valor por el coeficiente establecido para
determinar los precios máximos de venta por
metro cuadrado útil de las viviendas de protección
oficial y sus anejos.

f) Módulo sin ponderar.

El valor del módulo sin ponderar será el 96 por
ciento del valor del módulo ponderado.

2. Precio máximo de renta.

a) A partir de la entrada en vigor de la presente
ley foral, el precio máximo de renta aplicable a los
nuevos contratos de arrendamiento de viviendas
de protección oficial de régimen especial, vivien-
das de protección oficial calificadas al amparo de
esta ley foral, y viviendas protegidas calificadas
definitivamente en régimen de propiedad que sean
arrendadas por propietarios particulares, será de
5,40 euros el m2 útil de vivienda, 60 euros para la
totalidad de la superficie del garaje y de 2 euros el
m2 útil de trastero y resto de anejos.

En el caso de los municipios de población infe-
rior a 10.000 habitantes no situados en la subárea
10.4 del área 10 de la Estrategia Territorial de
Navarra, el precio máximo de renta será 5,1 euros
metro útil de vivienda, 60 euros para la totalidad
de la superficie del garaje y de 2 euros el m2 útil
de trastero y del resto de anejos.

b) Los precios máximos de renta establecidos
en el apartado anterior resultarán de aplicación a
las renovaciones de los contratos de arrendamien-
to de vivienda protegida suscritos con anterioridad
a la entrada en vigor de esta ley foral, que se pre-
senten para su visado administrativo a partir de
dicha fecha de entrada en vigor.

Lo dispuesto anteriormente no resultará de
aplicación a las prórrogas de los contratos de
arrendamiento de vivienda protegida, que se regi-
rán por la fórmula de actualización de la renta
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establecida en el correspondiente contrato. A
estos efectos, por prórroga del contrato de arren-
damiento se entenderá únicamente la que se pro-
duce por un periodo máximo de hasta 4 años, de
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 9 y 10
de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arren-
damientos Urbanos.  

c) Los precios máximos oficiales de renta de
las viviendas protegidas establecidos en el aparta-
do a) se irán actualizando anualmente aplicando
al precio vigente la variación porcentual del Índice
General Nacional del Sistema de Índices de Pre-
cios de Consumo de los doce meses inmediata-
mente anteriores, tomando los últimos datos cono-
cidos a fecha 30 de noviembre de cada año. No
obstante lo anterior, la actualización del precio de
renta de los contratos de arrendamiento que se
suscriban tras la entrada en vigor de la presente
ley foral se realizará de acuerdo con la normativa
básica que resulte de aplicación. 

d) El precio máximo de renta de las promocio-
nes calificadas para arrendamiento de viviendas
de protección oficial de régimen general, de
viviendas de precio tasado y de viviendas de pre-
cio pactado será el que corresponda conforme a
la normativa anteriormente aplicable.

e) No se podrá exigir aval para concluir el con-
trato de arrendamiento de alquiler público”.

Tres. Se modifica la redacción del apartado 7º
del artículo 17, que queda redactado del siguiente
modo:

“7.º Que el adquirente, adjudicatario, promotor
para uso propio, arrendatario o beneficiario de la
vivienda cuente con capacidad legal para obligar-
se y que esté empadronado en algún municipio de
Navarra.

Los residentes navarros en el exterior cuyo últi-
mo empadronamiento en España hubiera tenido
lugar en un municipio navarro no estarán sujetos
al cumplimiento de este requisito de empadrona-
miento”.

Cuatro. Se modifica el subapartado h) del apar-
tado 3 del artículo 20, que queda redactado de la
siguiente manera:

“4. En el caso de viviendas de protección oficial
en régimen de alquiler, sin opción de compra, pro-
movidas por un municipio o sociedad pública
sobre suelos de titularidad municipal, el Ayunta-
miento podrá determinar el número de viviendas
reservadas a las personas empadronadas en el
municipio”.

Cinco. Se modifica la redacción del apartado 4
del ar tículo 20, que queda redactado de la
siguiente forma:

“4. En el caso de viviendas de protección oficial
en régimen de alquiler, sin opción de compra, ade-
más de las reservas previstas en el apartado ante-
rior, las viviendas se asignarán teniendo en cuenta:

a) La reserva de personas víctimas de violen-
cia de género se incrementará hasta alcanzar un 6
por 100 del total de las viviendas a adjudicar.

b) Personas con necesidad de Viviendas de
Integración Social: en función de las resoluciones
que al respecto adopte el departamento compe-
tente en materia de vivienda. Además, podrán
acceder a esta reserva las personas que determi-
ne el Servicio de mediación en materia de vivien-
da del Gobierno de Navarra, bien por tener expe-
diente abierto ante el mismo por desahucio o
lanzamiento de su vivienda habitual, bien por ser
personas inquilinas beneficiarias de subvención
por arrendamiento de viviendas protegidas cuyo
régimen de protección finaliza durante la anuali-
dad en curso. Esta reserva inicial de viviendas
podrá ampliarse o reducirse posteriormente en
función de las necesidades que se aprecien. Del
mismo modo, esta reserva podrá habilitarse en
promociones que no la tuvieran prevista en el
momento de adjudicarse inicialmente las vivien-
das protegidas.

c) Se establece una reserva del 6% de la
viviendas a adjudicar para personas que se inscri-
ban como únicas solicitantes”.

Seis. Se modifica la redacción del apartado 5
del ar tículo 20, que queda redactado de la
siguiente forma:

“5. En los municipios de población inferior a
10.000 habitantes no situados en la subárea 10.4
del área 10 de la Estrategia Territorial de Navarra,
el departamento competente en materia de vivien-
da podrá exceptuar de la aplicación de baremo e
inscripción en el Censo de solicitantes de vivienda
protegida, a las viviendas promovidas por Agrupa-
ciones y Cooperativas constituidas íntegramente
por personas empadronadas ininterrumpidamente
en los mismos con una antigüedad mínima de 1
año”.

Siete. Se modifica la redacción del apartado 2º
del ar tículo 22, que queda redactado de la
siguiente forma:

“2.º Las viviendas que no queden asignadas
de este modo se asignarán a la reserva para
empadronados en cualquier municipio de Navarra,
sin perjuicio de lo establecido en el ar tículo
20.3.h)”
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Ocho. Se modifica la redacción del apartado 2º
del ar tículo 23, que queda redactado de la
siguiente forma:

“2. Asimismo, dentro de las reservas previstas
en el apartado anterior, las viviendas de protec-
ción oficial en régimen de arrendamiento, con y sin
opción de compra, se distribuirán conforme a los
siguientes porcentajes:

a) Para los solicitantes con ingresos familiares
ponderados entre el mínimo exigido y 1,7 veces el
Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples
(IPREM) el 50 por 100 de las viviendas de protec-
ción oficial.

b) Para los solicitantes con ingresos familiares
ponderados entre 1,7 y 2,5 veces el Indicador
Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) el
40 por 100 de las viviendas de protección oficial.

c) Para los solicitantes con ingresos familiares
ponderados entre 2,5 y 4,5 veces el Indicador
Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) el
10 por 100 de las viviendas de protección oficial“.

Nueve. Se modifica la redacción del apartado 3
del ar tículo 24, que queda redactado de la
siguiente forma:

“Titularidad de cuenta de ahorro, depósito o
producto financiero similar, con una cantidad igual
o superior a 6.000 euros: 4 puntos, más 2 puntos
por cada año de antigüedad de dicha cuenta o
depósito, hasta un máximo de 16 puntos. A estos
efectos se otorgará la misma puntuación máxima
a las personas solicitantes separadas, divorciadas
o que hayan disuelto la pareja estable, que justifi-
quen hacer frente a las cargas hipotecarias de la
vivienda familiar, de forma que se otorgarán 4
puntos por tal circunstancia, más 2 puntos por
cada año transcurrido desde la disolución del
matrimonio o pareja estable”.

Diez. Se suprime el apartado 4 del artículo 24. 

Once. Se modifica la redacción de la letra g)
del apartado 1 del artículo 25, que queda redacta-
do de la siguiente forma:

“g) 10 puntos para las siguientes personas,
siempre que los supuestos descritos se hubiesen
producido en los últimos 2 años a contar desde la
fecha de inscripción en el Censo de solicitantes de
vivienda protegida:

– Las que hubieran entregado en pago de la
deuda hipotecaria su vivienda habitual a la enti-
dad prestataria o a la persona jurídica que dicha
entidad designe.

– Las que hubieran realizado la venta de su
vivienda habitual con quita total o parcial de la
deuda hipotecaria.

– Las que hubieran sido objeto de una resolu-
ción judicial de lanzamiento de su vivienda habi-
tual como consecuencia de procesos judiciales o
extrajudiciales de ejecución hipotecaria, o de des-
ahucio por impago de buena fe del arrendamiento
de su vivienda habitual”.

Doce. Se suprime el apartado 6 del artículo 25. 

Trece. Se modifica la redacción de la letra f del
apartado 2 del artículo 29, que queda redactado
de la siguiente forma:

“f) Las personas que se acojan a los tipos
especiales previstos en el apartado 6 del artículo
7, excepto en el caso de promoción de apartamen-
tos en alquiler para personas mayores de 60 años
o para personas con discapacidad”.

Catorce. Se añade una nueva letra g al aparta-
do 2 del artículo 29, que queda redactado de la
siguiente forma:

“g) Las personas que accedan a promociones
de asociaciones privadas sin ánimo de lucro de
viviendas de protección oficial en régimen de
cesión de uso, y quienes accedan a viviendas
declaradas vacantes tras haberse realizado pre-
viamente el correspondiente procedimiento de
adjudicación de las viviendas”.

Quince. Se modifica la redacción del apartado
3 del artículo 31, que queda redactado de la
siguiente forma:

“3. Cada vivienda que no llegue a adjudicarse
dentro de una reserva por falta de solicitantes que
cumplan los requisitos exigidos acrecerá, en su
caso, la reserva para empadronados en cualquier
municipio de Navarra”.

Dieciséis. Se añade un nuevo apartado 3 al
artículo 40, que queda redactado del siguiente
modo:

“3. Además, en el caso de las viviendas prote-
gidas calificadas en régimen de arrendamiento, el
arrendador deberá:

a) Desde el momento en que se obtenga el
visado del contrato de arrendamiento, posibilitar al
arrendatario, durante un plazo mínimo de 15 días,
la presentación de reclamaciones para comunicar
la posible existencia de deficiencias, sean o no
susceptibles de reparación, con el fin de quede
reflejado el estado de la vivienda en el momento
de recepción-entrega de la misma. Si las deficien-
cias así lo aconsejan, podrá incluir reportaje foto-
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gráfico que acredite el estado de la vivienda. Por
orden foral de la persona titular del departamento
competente en materia de vivienda podrán esta-
blecerse modelos de actas de recepción y entrega
de la vivienda.

b) Realizar el cálculo final del precio total de
renta a entregar por todos los conceptos por el
arrendatario. Si la Comunidad de vecinos se
encuentra en el primer año desde su constitución,
se deberá informar al inquilino de esta situación y
de que los gastos de comunidad son orientativos.
Los gastos de la Comunidad se deberán ir ajus-
tando a la realidad de los mismos, justificando
dicho ajuste con las cuentas de la Comunidad
cada año.

Asimismo, el arrendador está obligado a infor-
mar del reparto de los gastos generales estableci-
do en la Declaración de Obra Nueva del Edificio,
concretando las partidas que componen dicho
gasto y la forma de repartirlo entre las viviendas.

c) Informar sobre los costes de la Comunidad
de vecinos, así como de los diferentes suministros
cuando éstos no sean individualizables mediante
contador, así como el método de imputación o el
coste cuando éste se determine mediante una
cuantía fija.

d) Informar de las posibles subvenciones con-
cedidas. A tal efecto, el arrendador pondrá a dis-
posición de los arrendatarios una copia de la dili-
gencia de visado administrativo.

e) Informar a los arrendatarios de la fecha en
que finaliza el régimen de protección de la vivien-
da arrendada. 

f) Cobrar únicamente por aquellos gastos de
suministros generados a partir de la fecha en la
que entra en vigor el contrato de arrendamiento. 

g) Individualizar el cobro de gastos de servi-
cios o suministros. A tal efecto, el cálculo de los
gastos de servicios a abonar por el arrendatario
se realizará según sus consumos individuales. No
se cobrarán gastos por servicios si no se produ-
cen consumos, salvo en el caso de existencia de
costes fijos en el suministro de algún servicio
prestado por el arrendador o por terceros, se utili-
cen o no por parte del arrendatario. Estos costes
fijos deberán ser indicados expresamente en el
contrato de alquiler o documento anexo al mismo.
Asimismo, el arrendador pondrá a disposición de
los arrendatarios las facturas derivadas de los
consumos realizados en sus viviendas, así como
las facturas derivadas de la prestación de servi-
cios de suministro que afecten a elementos comu-
nes del edificio.

h) Poner a disposición de los arrendatarios un
tablón de anuncios donde se proporcione informa-
ción relevante.

i) Remitir al departamento competente en
materia de vivienda una copia de las cuentas
anuales resultantes de la gestión de los elementos
comunes del edificio. Esta información será publi-
cada anualmente en el sitio web informativo en
materia de vivienda”.

Diecisiete. Se añade un nuevo apartado 3 al
artículo 43, que queda redactado del siguiente
modo:

“3. La duración del régimen de protección de
las viviendas de protección oficial calificadas en
régimen de cesión de uso será indefinida o, en su
caso, hasta que finalice la duración del derecho de
superficie, siempre y cuando dicho derecho de
superficie se constituya para un mínimo de 50
años”.

Dieciocho. Se modifica la redacción del sub-
apartado b) del apartado 2 del artículo 79, que
queda redactado de la siguiente forma:

“b) Si la vivienda cuenta con cédula de habita-
bilidad o documento administrativo equivalente en
vigor. A tal efecto, se podrá obtener copia de las
cédulas de habitabilidad en vigor sin necesidad de
acreditar la propiedad o un título legítimo de ocu-
pación de la vivienda”.

Diecinueve. Se añade un nuevo título VIII con
el siguiente contenido: 

“TÍTULO VIII
Participación ciudadana y organización adminis-

trativa en materia de vivienda

CAPÍTULO I 
Participación ciudadana en materia de vivienda

Artículo 84. Participación ciudadana. 

1. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra, a través del departamento competente en
materia de vivienda, impulsará la participación y
colaboración de la ciudadanía en materia de
vivienda, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley
Foral 11/2012, de 21 de junio, de la Transparencia y
del Gobierno Abierto, y su normativa de desarrollo.

2. A tal fin los planes y proyectos en materia de
vivienda que elabore el departamento competente
deberán publicarse en el sitio web informativo en
materia de vivienda, sin perjuicio de los canales
que se habiliten en aplicación de la Ley Foral
11/2012, de 21 de junio, de la Transparencia y del
Gobierno Abierto, o su normativa de desarrollo. 
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3. La publicación prevista en el apartado ante-
rior tendrá por finalidad que la ciudadanía conozca
el contenido de los planes y proyectos que se
encuentren en fase de elaboración, a fin de que
pueda presentar aportaciones, alegaciones o
sugerencias, para su consideración en la redac-
ción definitiva del plan o proyecto de que se trate.

Artículo 85. El Plan de Vivienda de Navarra.

1. El Plan de Vivienda de Navarra es el instru-
mento que tiene por objeto:

a) Planificar, sistematizar y ordenar las diferen-
tes actuaciones públicas a desarrollar en el ámbito
de la Comunidad Foral en materia de vivienda. 

b) Canalizar y posibilitar la participación ciuda-
dana en el diseño de las políticas públicas en
materia de vivienda.

2. El Plan de Vivienda de Navarra analizará y
contendrá, como mínimo, los siguientes indicado-
res:

a) El número de viviendas existentes en la
Comunidad Foral de Navarra y estimación de su
régimen de tenencia.

b) Análisis del estado del parque residencial
edificado y de las necesidades existentes de reha-
bilitación, regeneración o renovación. A tal efecto,
se priorizará la detección de necesidades de rege-
neración o renovación de conjuntos residenciales
ubicados en núcleos urbanos.

c) Grado de ocupación de las viviendas exis-
tentes y análisis de las diferentes modalidades de
uso (principal, secundaria y vacía).

d) Necesidades del conjunto de la población
en relación con la vivienda y análisis de las prefe-
rencias que los ciudadanos y ciudadanas mani-
fiesten en cuanto a tamaño, ubicación, tipología o
régimen de tenencia.

e) La cuantificación de los suelos y edificios
titularidad de administraciones o empresas públi-
cas desocupados que pueden destinarse a vivien-
da vinculada a políticas sociales. 

f) Análisis de los datos demográficos de la
Comunidad Foral de Navarra, de la previsión de
evolución de los mismos y del impacto de dicha
previsión en las políticas de vivienda a implemen-
tar.

g) Análisis del suelo residencial ya planificado
y pendiente de desarrollar, urbanizar o edificar.

h) Análisis del suelo susceptible de ser incluido
en nuevos desarrollos urbanísticos para, en su
caso, satisfacer las necesidades residenciales
futuras del conjunto de la población.

3. Para la elaboración del Plan de Vivienda de
Navarra podrán utilizarse los datos disponibles en
cualquier registro público que pueda contener
datos de interés para elaborar el mencionado
plan. 

4. El departamento competente en materia de
vivienda elaborará el Plan de Vivienda de Navarra
en colaboración con el resto de departamentos
con competencias relacionadas. 

Durante el procedimiento de elaboración se
asegurará la participación ciudadana, ya sea indi-
vidualmente o a través de asociaciones represen-
tativas de intereses relacionados con la vivienda, y
las entidades locales, en orden a conocer y ponde-
rar los intereses públicos y privados relacionados. 

El Plan de Vivienda será aprobado mediante
Acuerdo del Gobierno de Navarra. 

CAPÍTULO II
Organización administrativa en materia de vivienda

Artículo 86. Consejo de la Vivienda de Navarra.

1. Bajo la denominación de “Consejo de la
Vivienda de Navarra” se constituye el órgano de
carácter consultivo y asesor del Gobierno de
Navarra en materia de vivienda. 

2. El Consejo se adscribirá al departamento
competente en materia de vivienda y estará com-
puesto, en función de lo que reglamentariamente
se determine, por representantes de la Administra-
ción de la Comunidad Foral de Navarra, de la
Administración Local, de los consumidores y
usuarios, del Consejo de la Juventud de Navarra,
de los agentes económicos y sociales con intere-
ses en la materia de vivienda, de los colectivos
profesionales que se determinen y de las organi-
zaciones sin ánimo de lucro que se dediquen de
forma principal a la promoción del derecho a la
vivienda de colectivos desfavorecidos. La Presi-
dencia del Consejo recaerá en la persona titular
del departamento competente en materia de
vivienda

En la composición del Consejo se tenderá a la
paridad de género.

3. El Consejo tendrá las siguientes funciones:

a) Seguimiento de la elaboración del Plan de
Vivienda de Navarra.

b) Informar el contenido del Plan de Vivienda
de Navarra con carácter previo a su aprobación
por el Gobierno de Navarra.

c) Informar sin carácter vinculante los proyec-
tos de disposiciones de carácter general en mate-
ria de vivienda, así como sus modificaciones.
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d) Hacer propuestas y sugerencias sobre cual-
quier asunto en materia de vivienda.

e) Evacuar cuantos informes y consultas en
materia vivienda les sean solicitados por cualquie-
ra de las administraciones competentes en la
materia.

f) Fomentar el diálogo permanente de los
agentes implicados en el sector de la vivienda. 

g) Cualesquiera otras que se determinen regla-
mentariamente.

Artículo 87. Servicio de mediación en materia
de vivienda.

1. El Servicio de mediación en materia de
vivienda tiene como principal objetivo atender,
orientar y asesorar a las personas físicas en situa-
ción objetiva de insolvencia sobrevenida o riesgo
de insolvencia por dificultades económicas, impre-
visibles o aun previstas inevitables, que les impi-
dan afrontar las obligaciones de pago contraídas y
que como consecuencia tenga como uno de sus
posibles efectos el riesgo de pérdida de la vivien-
da habitual gravada con garantía hipotecaria, o el
abandono no pactado de la vivienda arrendada.

Para el cumplimiento de dicho objetivo el
Gobierno de Navarra podrá suscribir convenios con
las entidades locales que presten igualmente orien-
tación y asesoramiento sobre estas cuestiones.

2. El Servicio de mediación en materia de
vivienda se regirá, en sus principios informadores
y en la actuación de las personas mediadoras, por
lo dispuesto en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

3. El Servicio de mediación en materia de
vivienda realizará principalmente las siguientes
funciones:

a) Ofrecer orientación, información y asesora-
miento en relación con las consecuencias deriva-
das del impago del crédito hipotecario. 

b) Orientar y apoyar a las personas o familias
en su interlocución con las entidades financieras y
acreedoras tratando de lograr acuerdos negocia-
dos que satisfagan las necesidades de todas las
partes implicadas. 

c) Abordar, como servicio integral y coordina-
do, el diseño de planes de economía familiar así
como de planes de reestructuración de la deuda.

d) Buscar alternativas a la ejecución hipoteca-
ria a través de la negociación y mediación. 

e) Paliar las consecuencias del lanzamiento
hipotecario mediante la coordinación con la Bolsa
de alquiler y con el Fondo Foral de Vivienda

Social, sin perjuicio de que puedan ofrecerse otro
tipo de viviendas. 

f) Realizar las actuaciones procedentes enca-
minadas a negociar acuerdos de reducción de la
deuda pendiente una vez perdida la vivienda para
evitar el riesgo de exclusión que supone una con-
dena a la insolvencia económica. 

g) Promover la mediación social en el alquiler
de viviendas y la mediación comunitaria.

h) Recepcionar las solicitudes y quejas en
materia de vivienda.

i) Publicar una memoria anual con el grado de
aceptación de sus mediaciones.

j) Cualquier otra labor relacionada con sus fun-
ciones que se le encomiende”.

Veinte. Se añade una nueva disposición adicio-
nal decimosexta, que queda redactada del
siguiente modo:

“Disposición adicional decimosexta. Subven-
ciones a promotores de vivienda de protección ofi-
cial calificadas en régimen de arrendamiento sin
opción de compra y de apartamentos protegidos
en alquiler destinados a personas mayores de 60
años o con discapacidad.

1. Los promotores de vivienda de protección
oficial calificadas en régimen de arrendamiento sin
opción de compra y de apartamentos protegidos
en alquiler destinados a personas mayores de 60
años o con discapacidad, podrán acceder a las
siguientes subvenciones:

a) El 23% del precio máximo de venta de las
viviendas, sin anejos, incluidas en la correspon-
diente calificación.

b) El 30 % del precio máximo de venta de las
viviendas, sin anejos, incluidas en la correspon-
diente calificación, si el promotor solicita que la
duración del régimen de protección de las vivien-
das protegidas aplicable sea de 30 años. El por-
centaje establecido en este apartado no se podrá
acumular al establecido en el apartado a).

2. Las subvenciones se reconocerán en la califi-
cación provisional. El promotor podrá percibir hasta
un 50% de la subvención tras recibir la calificación
provisional, previa presentación de aval que cubra
el importe de la subvención concedida, y el resto
de la subvención se abonará tras la obtención de
la correspondiente calificación definitiva.

3. Si el promotor altera el régimen del arrenda-
miento durante el tiempo en que la vivienda per-
manezca sometida al régimen de protección sin
mediar autorización al efecto del departamento
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competente en materia de vivienda, vendrá obliga-
do a reintegrar la totalidad de los importes recibi-
dos, sin perjuicio de otras actuaciones sanciona-
doras y de restauración de la legalidad que
procedan.

4. Únicamente podrán acceder a la subvención
prevista en la presente disposición adicional las
promociones de viviendas de protección oficial
que soliciten la correspondiente calificación provi-
sional a partir de la entrada en vigor de la presen-
te ley foral. Será necesario que las viviendas se
promuevan en localidades donde existan más de
100 solicitudes de alquiler según los datos del
Censo de Solicitantes de vivienda protegida en el
momento de solicitarse la calificación provisional
del expediente, salvo en el caso de viviendas pro-
movidas por sociedades públicas o entidades
locales.

5. Lo dispuesto en la presente disposición adi-
cional podrá desarrollarse o modificarse reglamen-
tariamente”.

Veintiuno. Se añade una nueva disposición adi-
cional decimoséptima, que queda redactada del
siguiente modo:

“Disposición adicional decimoséptima. Arren-
damiento de viviendas protegidas a entidades
locales y personas jurídicas sin ánimo de lucro. 

El departamento competente en materia de
vivienda podrá autorizar el arrendamiento de
viviendas protegidas a las entidades locales y a
las personas jurídicas sin ánimo de lucro que pre-
cisen de la vivienda para los fines sociales que tie-
nen encomendados. El número máximo de vivien-
das arrendadas en cada promoción a las
personas jurídicas sin ánimo de lucro no podrá
exceder del 6% del número total de viviendas”.

Veintidós. Se añade una nueva disposición adi-
cional decimoctava, que queda redactada del
siguiente modo:

“Disposición adicional decimoctava. Promoción
de viviendas de protección oficial por asociaciones
sin ánimo de lucro en régimen de cesión de uso.

1. Las asociaciones privadas sin ánimo de
lucro que se constituyan para tal fin podrán pro-
mover viviendas de protección oficial en régimen
de cesión de uso. 

2. En tal régimen, la propiedad del inmueble, o
la titularidad del correspondiente derecho de
superficie, recaerá de modo indefinido en la aso-
ciación, sin que pueda realizarse la transforma-
ción en propiedad horizontal u otro régimen priva-
do de propiedad. 

3. La asociación se constituirá por personas
físicas que cumplan los requisitos generales de
acceso a vivienda de protección oficial en régimen
de propiedad en primera transmisión. Las vivien-
das no se adjudicarán mediante aplicación de
baremo ni será necesaria la inscripción previa en
el Censo de solicitantes de vivienda protegida, si
bien la adquisición de la condición de socio reque-
rirá autorización previa del departamento compe-
tente en materia de vivienda. Los socios serán
titulares de un derecho de uso sobre la vivienda y
locales que les sean adjudicados conforme las
reglas que prevean los estatutos y el reglamento
de régimen interno de la citada asociación.

4. La asociación podrá regular libremente sus
órganos de gobierno, sus estatutos y su reglamen-
to de régimen interno, siempre de modo democrá-
tico y bajo el principio general “un socio un voto”.

Para adquirir la consideración de socio deberá
abonarse un importe monetario que fijará la aso-
ciación en función de los costes de la promoción,
y los gastos de mantenimiento y uso del inmueble.
Ese importe monetario o cuota de entrada no
podrá ser superior al 20% del teórico precio máxi-
mo de venta en primera transmisión de la vivienda
y anejos adjudicados.

5. El derecho de uso tendrá carácter indefinido,
y no se podrá gravar. No será transmisible, salvo
transmisión “mortis causa”. El socio tendrá derecho
a solicitar su baja en la asociación, y al reembolso
de su cuota de entrada, en los términos fijados por
los estatutos de la asociación, sin que en ningún
caso el importe a reembolsar pueda ser superior
al 20% del teórico precio máximo de venta en
segunda transmisión de la vivienda y anejos adju-
dicados. La asociación podrá volver a adjudicar el
derecho de uso a cualquier persona física que
cumpla los requisitos de acceso a vivienda de pro-
tección oficial en régimen de propiedad en primera
transmisión, previa autorización del departamento
competente en materia de vivienda. 

6. El socio vendrá obligado a abonar un canon
de carácter periódico, que fijará la asociación.
Dicho canon no podrá ser superior en su importe
mensual a la renta máxima mensual fijada para
las viviendas de protección oficial destinadas a la
venta que se arrienden por sus propietarios parti-
culares.

7. Los socios de las asociaciones de viviendas
de protección oficial así constituidas podrán tener
derecho a las siguientes ayudas económicas:

– Subvención del canon mensual, en los mis-
mos términos, condiciones y procedimiento de
concesión y abono que la subvención existente en

B.O. del Parlamento de Navarra / IX Legislatura Núm. 100 / 7 de septiembre de 2016

12



cada momento para los arrendatarios de viviendas
de protección oficial.

– Subvención a los primeros socios de la aso-
ciación, en los mismos términos, condiciones y
procedimiento de concesión y abono que la sub-
vención existente en cada momento para los pri-
meros adquirentes de viviendas de protección ofi-
cial, calculada sobre el 90% del teórico precio
máximo de venta de la vivienda protegida y ane-
jos. La concesión de esta subvención impedirá ser
beneficiario de la subvención del canon mensual
durante los 10 años siguientes a la fecha de la
calificación definitiva de las viviendas”.

Artículo 2. Modificación del Decreto Foral
61/2013, de 18 de septiembre, por el que se regu-
lan las actuaciones protegibles en materia de
vivienda.

El Decreto Foral 61/2013, de 18 de septiembre,
por el que se regulan las actuaciones protegibles
en materia de vivienda, queda modificado en los
siguientes términos:

Uno. Se añade un apartado 9 al artículo 10,
con el siguiente contenido:

“9. Nivel de calificación energética

Los proyectos de viviendas protegidas que se
presenten para su calificación provisional a partir
del 1 de enero de 2017 deberán obtener, como
mínimo, un nivel B de calificación energética relati-
va al consumo de energía, según lo establecido en
el Real Decreto 253/2013, de 5 de abril, por el que
se aprueba el procedimiento básico para la certifi-
cación de la eficiencia energética de los edificios.

Lo anterior no será de aplicación a las vivien-
das protegidas unifamiliares”.

Dos. Se añade un nuevo párrafo al artículo
22.3, con el siguiente contenido:

“No obstante lo anterior, en los expedientes de
vivienda protegida calificada en régimen de arren-
damiento sin opción de compra, podrán coexistir
en el mismo edificio programas de Alquiler Joven,
apartamentos en alquiler para personas mayores
de 60 años o para personas con discapacidad, así
como viviendas destinadas al arrendamiento ordi-
nario”.

Tres. Se añade un apartado 5 a la redacción
del ar tículo 28, que queda redactado de la
siguiente forma:

“5. En el caso de renovación o prórroga de los
contratos de arrendamiento de viviendas de pro-
tección oficial y viviendas adscritas a la bolsa de
alquiler en los que sus arrendatarios sean percep-

tores de la renta de inclusión social o prestación
que la sustituya, se reconocerá una subvención
del 75% de la renta para la nueva anualidad”.

Cuatro. Se modifica la redacción de los sub-
apartados e) y f) del apartado 1 del artículo 45,
que quedan redactados de la siguiente forma:

“e) Ampliar el espacio habitable de la vivienda
siempre que la superficie útil resultante no exceda
de 120 metros cuadrados. El diseño de los edifi-
cios rehabilitados excluirá la posibilidad física de
anexión de espacios adyacentes a las viviendas.

f) Crear nuevas viviendas como resultado de
ampliar o unir las viviendas existentes o sus loca-
les anexos, siempre que las nuevas viviendas
resultantes no excedan de 120 metros cuadrados
útiles y cumplan las condiciones establecidas en
el Anexo II del Decreto Foral 142/2004, de 22 de
marzo, por el que se regulan las condiciones míni-
mas de habitabilidad de las viviendas en la Comu-
nidad Foral de Navarra. La actuación no podrá
incrementar el volumen de la envolvente de la edi-
ficación existente ni su superficie construida”.

Cinco. Se añade un nuevo subapartado g) al
apartado 1 del artículo 45, que queda redactado
de la siguiente forma:

“g) Crear nuevas viviendas como resultado de
dividir o segregar las viviendas existentes o sus
locales anexos, siempre que las nuevas viviendas
resultantes cumplan las condiciones establecidas
en el Anexo II del Decreto Foral 142/2004, de 22
de marzo, por el que se regulan las condiciones
mínimas de habitabilidad de las viviendas en la
Comunidad Foral de Navarra. La actuación no
podrá incrementar el volumen de la envolvente de
la edificación existente ni su superficie construida”.

Seis. Se añade un nuevo subapartado h) al
apartado 1 del artículo 45, que queda redactado
de la siguiente forma:

“g) Mejorar la eficiencia de las instalaciones
térmicas centralizadas de edificios. A estos efec-
tos, las redes de calor urbanas que distribuyan
energía térmica a múltiples edificios o emplaza-
mientos se considerarán instalaciones centraliza-
das. Al menos el 50% de la demanda de las redes
de calor deberá corresponder al sector residencial.

Dichas actuaciones de mejora deberán alcan-
zar las exigencias del Código Técnico de la Edifi-
cación (CTE-DB-HE-2. Rendimiento de las instala-
ciones térmicas).

Se incluyen entre estas actuaciones el anillado
de la instalación interior de calefacción de las
viviendas cuando sea ésta la solución para cum-
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plir con el requisito de instalación de sistemas y
elementos de regulación y medición del consumo
por vivienda que establezca la normativa de apli-
cación”.

Siete. Se añade un nuevo subapartado d) al
apartado 3 del artículo 45, que quedan redactados
del siguiente modo:

“d) En el caso de actuaciones sobre las insta-
laciones térmicas centralizadas de edificios: las
consistentes en descentralización de instalaciones
térmicas colectivas (paso de instalaciones centra-
lizadas a instalaciones individuales), las actuacio-
nes de mantenimiento de la instalación y las
actuaciones realizadas en el interior de las vivien-
das, con la única excepción del anillado de la ins-
talación interior de calefacción de las viviendas
cuando sea esta la solución para cumplir con el
requisito de instalación de sistemas y elementos
de regulación y medición del consumo por vivien-
da que establezca la normativa de aplicación. No

será protegible la realización de otras medidas
para cumplir con esta normativa, tales como la
instalación de dispositivos repartidores de costes
de calefacción”.

Ocho. Se modifica el subapartado a) del apar-
tado 2 del artículo 48, que queda redactado de la
siguiente forma:

“a) Inferior: Únicamente podrán recibir califica-
ción como actuaciones protegibles de rehabilita-
ción aquellas cuyo presupuesto protegible corres-
pondiente a viviendas, sin incluir los locales,
dividido por el número de viviendas resultante tras
la actuación, dé como resultado una cantidad
igual o superior a 2.000 euros por vivienda.

Nueve. Se suprime el apartado 6 del artículo 50.

Diez. Se modifica el último apartado del cuadro
de subvenciones contenido en el apartado 1 del
artículo 55, que queda redactado de la siguiente
forma:
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Ingresos familiares 
ponderados 
Nº de veces el IPREM 

Porcentaje de subvención 

Hasta 2,5 veces 

10% en edificios de menos de 50 años y más de 25. 
20% en edificios de 50 años o más. 
Un 45 % en Áreas de Rehabilitación Preferente, o cuando la persona solicitante 
o su cónyuge sean de edad igual o superior a 65 años, o inferior a 35 años. 
50% en Proyectos de Intervención Global de Áreas de Rehabilitación Preferente, 
o cuando se destinen a la adaptación interior de viviendas de personas con 
discapacidad igual o superior al 40%. 

Entre 2,5 y 3,5 veces 

5% en edificios de menos de 50 años y más de 25. 
10% en edificios de 50 años o más. 
Un 30 % en Áreas de Rehabilitación Preferente, o cuando la persona solicitante 
o su cónyuge sean de edad igual o superior a 65 años, o inferior a 35 años. 
40% en Proyectos de Intervención Global de Áreas de Rehabilitación Preferente, 
o cuando se destinen a la adaptación interior de viviendas de personas con 
discapacidad igual o superior al 40%. 

Familias numerosas, víctimas 
del terrorismo, jóvenes, 
víctimas de violencia de 
género, beneficiarios de renta 
de inclusión social 

Además de la subvención que correspondería en aplicación de lo previsto en los 
restantes apartados del presente cuadro, si se destina a uso propio se tendrá 
derecho a: 
Un 10% adicional en el caso de las familias numerosas de categoría especial y 
un 5% adicional en el caso de las familias numerosas de categoría general. 
Un 5% adicional en el caso de las víctimas del terrorismo que realicen los gastos 
de adaptación a las que se refiere el art. 23.2 de la Ley Foral 9/2010, de 28 de 
abril, de ayuda a las víctimas del terrorismo. 
Un 5% adicional en el caso de las víctimas de violencia de género que reúnan 
tal condición de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto Foral 25/2011, de 28 de 
marzo, por el que se regula el Censo de solicitantes de vivienda protegida. 
Un 5% adicional en el caso de unidades familiares perceptores de renta de 
inclusión social (o prestación similar que la sustituya) en el momento de solicitar 
la calificación provisional del expediente. 
Los porcentajes adicionales indicados en el presente cuadro no serán 
acumulables entre sí. 
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Once. Se suprime el último párrafo del aparta-
do 1 del artículo 55.

Doce. Se modifica la redacción primer aparta-
do del cuadro de subvenciones contenido en el
apartado 2 del artículo 55, que queda redactado
de la siguiente forma:

 

Comunidades de vecinos 

Porcentaje de 
subvención sobre el 

presupuesto 
subvencionable 

En el caso de edificios de vivienda en cuya construcción no fue aplicable 
DB-HE del Código Técnico de la Edificación, mejora de la envolvente 
térmica del edificio con objeto de aumentar su nivel de aislamiento, 
alcanzando las exigencias del Código Técnico de la Edificación para 
edificios de nueva construcción; (CTE-DB-HE.1 Limitación de demanda 
energética).  
A estos efectos, por envolvente térmica del edificio se entenderá el 
conjunto de sus elementos constructivos en contacto con el ambiente 
exterior. Los referidos elementos son: las fachadas exteriores e interiores, 
la cubierta y los forjados sobre porches y vuelos. 

40%. 

En el caso de actuaciones de mejora de la eficiencia de las 
instalaciones térmicas centralizadas de edificios que alcancen las 
exigencias del Código Técnico de la Edificación (CTE-DB-HE-2. 
Rendimiento de las instalaciones térmicas). 

40%. 

En el caso del anillado de la instalación interior de las viviendas 
cuando sea ésta la solución para cumplir con el requisito de 
instalación de sistemas y elementos de regulación y medición del 
consumo por vivienda que establezca la normativa de aplicación. 

20%. 

 
 

Trece. Se añaden dos nuevos apartados al

cuadro de subvenciones contenido en el apartado

2 del artículo 55, que quedan redactados de la

siguiente forma:



Catorce. Se añade un párrafo al final del punto
2 del artículo 55:

“Se considerará que se produce una adapta-
ción completa a la normativa específica sobre
accesibilidad universal y diseño para todos, y por
tanto se podrá ser beneficiario de la ayuda máxi-
ma a los efectos previstos en cuadro anterior,
cuando se alcanzan los valores establecidos en la
tabla 2, tolerancias admisibles, del DA DB-SUA/2,
sin considerar sus anejos.

Al no incluir la tabla las dimensiones mínimas
de la cabina del ascensor, se considerará a los
efectos previstos en el párrafo anterior, las dimen-
siones de noventa centímetros de anchura por
ciento veinte centímetros de fondo (ciento veinte
por ciento veinte centímetros si existen puertas en
ángulo) con una anchura libre de puertas no infe-
rior a setenta y cinco centímetros.

La cabina de dimensiones inferiores a setenta
centímetros de anchura por noventa centímetros
de fondo, se considerará que no mejora las condi-
ciones de accesibilidad, por lo que no tendrá dere-
cho a las ayudas establecidas para esta actua-
ción.

En los expedientes de mejora de la envolvente
térmica del edificio promovidos por comunidades
de vecinos que se acojan a las ayudas estableci-
das en el presente artículo, será requisito para
proceder a su calificación provisional adjuntar al
proyecto un certificado de eficiencia energética del
edificio, debidamente registrado, en su estado pre-
vio a la ejecución de las obras. Del mismo modo,
para obtener la calificación definitiva del expedien-
te, será requisito presentar un nuevo certificado de
eficiencia del edificio, igualmente registrado, con
sus características una vez finalizadas las obras.

El coste de ambos certificados se podrá añadir
al presupuesto de las obras que se presente para
su calificación provisional”.

Quince. Se añade un nuevo párrafo al aparta-
do 3 del artículo 55, que queda redactado del
siguiente modo:

“– En expedientes que tengan por objeto la
mejora de la eficiencia de las instalaciones térmi-
cas centralizadas de edificios, la subvención máxi-
ma será la que resulte de multiplicar 6.000 euros
por el número de viviendas que contenga dicho
expediente. En el caso concreto de obras de ani-
llado de la instalación interior de las viviendas
cuando sea esta la solución para cumplir con el
requisito de regulación y medición del consumo
por vivienda que establezca la normativa de apli-
cación, la subvención máxima será la que resulte

de multiplicar 3.000 euros por el número de vivien-
das que contenga dicho expediente”.

Dieciséis. Se modifica la redacción del aparta-
do 3 del artículo 57, que queda redactado del
siguiente modo:

“3. El Gobierno de Navarra, a través del depar-
tamento competente en materia de vivienda,
podrá conceder una subvención equivalente al
50% del coste de las obras de rehabilitación, con
un máximo de 15.000 euros por vivienda, que se
considere necesaria:

– para dotar a las viviendas propiedad de las
entidades locales de condiciones adecuadas para
poder proceder al arrendamiento de las mismas.
La entidad local, en el momento de solicitarse la
calificación provisional, deberá acreditar que las
viviendas no se habían destinado al arrendamien-
to o cesión en el último año. 

– para realizar el cambio de uso a vivienda de
locales propiedad de entidades locales o promoto-
res públicos situados en planta baja o entreplanta
y que posibilite la obtención de la cédula de habi-
tabilidad previo cumplimiento de la normativa
urbanística y las condiciones de habitabilidad con-
tenidas en el Anexo II del Decreto Foral 142/2004,
de 22 de marzo, por el que se regulan las condi-
ciones mínimas de habitabilidad de las viviendas
de la Comunidad Foral de Navarra.

Las viviendas rehabilitadas o creadas deberán
destinarse al régimen de arrendamiento durante
los 10 años siguientes a la calificación definitiva de
rehabilitación o la obtención de la correspondiente
cédula de habitabilidad. Para la percepción de la
subvención será necesario aportar los contratos
de los nuevos arrendamientos, antes de que trans-
curra un año a partir de dichas fechas. El cambio
de régimen de las viviendas implicará la devolu-
ción de la parte proporcional de la subvención per-
cibida en función del tiempo restante hasta finali-
zar el plazo de 10 años”.

Diecisiete. Se añade un apartado 4 al artículo
57, que queda redactado del siguiente modo: 

“4. Los promotores públicos que arrienden
viviendas rehabilitadas y las entidades locales o
promotores públicos que hayan rehabilitado o crea-
do viviendas conforme el apartado anterior, duran-
te los 10 años siguientes a la calificación definitiva
de la rehabilitación o la concesión de la cédula de
habitabilidad, podrán percibir una subvención igual
al importe del alquiler, siempre que su precio anual
por metro cuadrado útil de vivienda no exceda del
55 % del precio máximo aplicable y los ingresos
familiares ponderados de los arrendatarios sean
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inferiores a 1,4 veces el IPREM en el momento de
formalizarse el contrato de arrendamiento”.

Dieciocho. Se modifica la redacción del artículo
58, que queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 58. Subvenciones a la rehabilitación
para unidades familiares en riesgo de exclusión
social.

1. Las actuaciones protegibles de rehabilitación
de Viviendas de Integración Social se acomodarán
a lo dispuesto en el capítulo V del presente decre-
to foral, con la siguiente salvedad: sea cual sea la
antigüedad de las viviendas, la subvención otorga-
da corresponderá a la prevista para los edificios
de más de cincuenta años, siempre y cuando los
beneficiarios cumplan los requisitos de acceso a
las actuaciones protegibles de esta naturaleza a
que se refiere el artículo 68 del presente decreto
foral. A tal efecto, el promotor de la rehabilitación
podrá solicitar al departamento competente en
materia de vivienda certificado acreditativo de la
adscripción al régimen de Integración Social a
nombre del mismo promotor.

2. Los adquirentes de Viviendas de Integración
Social que cumplan los requisitos de acceso a las
actuaciones protegibles de esta naturaleza a que
se refiere el artículo 68 del presente decreto foral y
las unidades familiares que sean perceptoras de
renta de inclusión social, o prestación similar que
la sustituya, en el momento de solicitar la califica-
ción provisional de rehabilitación tendrán derecho
a percibir una subvención equivalente al 50% del
coste de la rehabilitación que se considere nece-
saria para dotar a dichas viviendas de condiciones
adecuadas a las circunstancias de dichos adqui-
rentes. A estos efectos, en ningún caso se podrán
requerir ingresos mínimos. El presupuesto protegi-
ble deberá ser igual o superior a 2.000 euros e
inferior a 12.000 euros. Esta ayuda será incompa-
tible con cualesquiera otras del Gobierno de
Navarra para rehabilitación. 

3. En función de las necesidades detectadas,
por orden foral del titular del departamento com-
petente en materia de vivienda, y a los solos efec-
tos de este artículo, podrá modificarse la antigüe-
dad mínima exigible de los inmuebles a rehabilitar,
así como ampliarse, concretarse o definirse el
ámbito de las actuaciones protegibles necesarias
para considerarse que se alcanzan condiciones
adecuadas de la vivienda”. 

Diecinueve. Se modifica la redacción del apar-
tado 2 del artículo 60, que queda redactado del
siguiente modo:

“2. El departamento impulsará de oficio el pro-
cedimiento de abono de la subvención, una vez
acreditada la finalización de las obras mediante la
correspondiente calificación definitiva del expe-
diente, sin perjuicio de lo dispuesto en los artícu-
los 4 y 5 de este decreto foral.

No obstante lo anterior, otorgada la calificación
provisional se podrán entregar anticipos a cuenta
en el caso de subvenciones concedidas al amparo
del artículo 58 del presente decreto foral, a las
entidades locales y a los entes sin ánimo de lucro
firmantes del Convenio de Viviendas de Integra-
ción Social o Viviendas de Integración Social en
arrendamiento, por un importe máximo renovable
de 100.000 euros, previa presentación de aval
suficiente que cubra el importe de la subvención
concedida. El gasto financiero incurrido podrá
incluirse entre los gastos de funcionamiento sus-
ceptibles de subvencionarse por el departamento
competente en materia de derechos sociales en
las correspondientes convocatorias anuales. Las
entidades locales no vendrán obligadas a presen-
tar aval”.

Veinte. Se modifica la redacción del punto 3 del
artículo 62, que queda redactado del siguiente
modo:

“3. Permanencia previa mínima de doce meses
en régimen de alquiler, y de seis meses en el caso
de viviendas de precio pactado. En todo caso se
exigirá que hayan transcurrido cinco años desde
la fecha de calificación definitiva de las viviendas”.

Veintiuno. Se añade un apartado 10 al artículo
65, con la siguiente redacción:

“10. Se admitirá el alquiler compartido, en cuyo
caso la renta máxima de la vivienda arrendada
será la que corresponda conforme los precios
máximos y la actualización de renta aplicable, y
cada persona arrendataria será beneficiaria de un
importe de subvención en proporción al número
de dormitorios de la vivienda. Las personas arren-
datarias beneficiarias de una misma vivienda no
podrán tener lazos familiares, ni ser o haber sido
matrimonio o pareja estable. Además, deberán
cumplir los siguientes requisitos:

a) Ser menores de 35 años, y estar inscritas en
el Censo de solicitantes como únicas solicitantes.

b) No tener descendientes ni familiares a
cargo.

c) Sus ingresos ponderados serán inferiores a
1,7 veces IPREM.

d) Deberán ocupar un máximo de un dormito-
rio”.
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Veintidós. Se modifica la redacción del artículo
67, que queda redactado del siguiente modo:

“Se consideran protegibles el arrendamiento de
vivienda, la rehabilitación y la adquisición de
vivienda usada, siempre y cuando sean llevados a
cabo por personas que participen en Programas o
Actuaciones de Vivienda de Integración Social de
la Administración de la Comunidad Foral, o bien
reconocidas por ésta mediante convenios suscri-
tos con entidades locales y/o entes sin ánimo de
lucro”.

Veintitrés. Se añade un apartado tres a la
redacción del artículo 73, que queda redactado
del siguiente modo:

“3. Las entidades locales que obtengan ayudas
para la compra de vivienda de Integración Social
deberán mantener el destino de alquiler para
beneficiarios de Programas de Viviendas de Inte-
gración Social durante al menos 10 años, a contar
desde la fecha de escrituración de la compraven-
ta. El cambio de régimen de las viviendas implica-
rá la devolución de la parte proporcional de la sub-
vención percibida en función del tiempo restante
hasta finalizar el plazo de 10 años”.

Veinticuatro. Se modifica la redacción del artícu-
lo 74, que queda redactado del siguiente modo: 

“1. El Gobierno de Navarra, a través del depar-
tamento competente en materia de vivienda, otor-
gará a las personas adquirentes o adjudicatarios
de Vivienda de Integración Social las siguientes
subvenciones:

a) El 30% del precio de compra de la vivienda
usada sin anejos.

b) En el caso de que el adquirente posea, ade-
más, unos ingresos familiares ponderados inferio-
res al IPREM, la subvención ascenderá al 45%.

2. Se otorgará una subvención equivalente al
40% por ciento del precio de compra de la vivien-
da usada sin anejos a las entidades locales que
adquieran una vivienda usada destinada al alqui-
ler a personas que participen en programas o
actuaciones de integración social.

3. Las personas acogidas al programa de
Vivienda de Integración Social en arrendamiento
percibirán las siguientes subvenciones, en porcen-
taje sobre el total de la renta mensual por arrenda-
miento que corresponda:

Primer año de alquiler: 90%.

Segundo año de alquiler: 75%.

4. El Gobierno de Navarra, a través del depar-
tamento competente en materia de política social,

podrá hacerse cargo de los gastos derivados de la
escrituración, anotación registral, transmisión de
la propiedad y apertura de préstamo hipotecario,
en su caso, de la Vivienda de Integración Social,
así como de los gastos ocasionados por la firma
de los contratos de suministros de servicios hasta
un importe máximo equivalente al 10% del precio
de compra de la vivienda.

5. Los entes sin ánimo de lucro podrán acoger-
se a la convocatoria anual de subvenciones que
para el funcionamiento de las mismas efectúe el
departamento competente en materia de política
social para estos programas específicos”.

Veinticinco. Se suprime el artículo 78.

Veintiséis. Se modifica la redacción del artículo
79, que queda redactado del siguiente modo:

“1. Los apartamentos protegidos en alquiler
para personas mayores de 60 años o para perso-
nas con discapacidad motriz grave o con un grado
de discapacidad reconocida igual o superior al 65
por 100 deberán cumplir las condiciones estableci-
das en el presente Decreto Foral y en el Decreto
Foral 209/1991, de 23 de mayo, sobre el régimen
de autorizaciones, infracciones y sanciones en
materia de Servicios Sociales.

2. Estos apartamentos protegidos se calificarán
como viviendas de protección oficial y estarán
sujetos a las normas aplicables a dicho tipo de
viviendas, con las especialidades previstas en la
presente sección.

3. La superficie útil de estos apartamentos se
computará conforme a lo dispuesto en la normati-
va aplicable con carácter general a las viviendas
protegidas, añadiendo a la superficie de las vivien-
das la parte proporcional que corresponda de
superficies de cocinas, comedores, salas y estan-
cias de uso común ubicadas fuera de la superficie
privativa de los apartamentos. Estos últimos debe-
rán reunir las condiciones mínimas de diseño
establecidas para las viviendas de protección ofi-
cial.

4. La selección de los inquilinos en estos apar-
tamentos se llevará a cabo mediante el Censo de
solicitantes de vivienda protegida, reservando la
totalidad de las viviendas a las personas que per-
tenezcan a los colectivos citados o a unidades
familiares en las que al menos uno de sus miem-
bros pertenezca a los mismos”.

Veintisiete. Se modifica la redacción del artícu-
lo 84, que queda redactado del siguiente modo:
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“Artículo 84. Límite inferior del presupuesto pro-
tegible de las actuaciones previstas para la rege-
neración energética de conjuntos residenciales. 

El límite inferior del presupuesto protegible de
las actuaciones acogidas a lo dispuesto en esta
sección correspondiente a viviendas, sin incluir los
locales, dividido por el número de viviendas resul-
tante tras la actuación, dará como resultado una
cantidad igual o superior a 2.000 euros por vivien-
da”.

Veintiocho. Se añade un apartado tres a la
redacción del artículo 85, que queda redactado
del siguiente modo:

“3. Cuando el proyecto de intervención global
contenga determinaciones referentes a la mejora
de la accesibilidad, los porcentajes de subvención
para el caso de supresión de barreras arquitectó-
nicas que afecte a elementos comunes del edifi-
cio, indicados en el artículo 55.2 del presente
Decreto Foral, se incrementarán en un 5%”.

Veintinueve. Se modifica la redacción de la dis-
posición adicional séptima, que queda redactada
del siguiente modo:

“Disposición adicional séptima. Rehabilitación
para la implementación de medidas de accesibili-
dad universal y diseño para todas las personas:
Soluciones alternativas al cumplimiento del Códi-
go Técnico de la Edificación, DB-SUA, que resul-
tan admisibles.

En orden a la implementación de medidas de
accesibilidad universal y diseño para todas las
personas, se considerará que resultan técnica o
económicamente inviables las siguientes actuacio-
nes:

1. La instalación de un ascensor donde no lo
había y supresión de peldaños en los recorridos
accesibles, cuando sea imposible desarrollar las
obras en el espacio físico de los elementos comu-
nes preexistentes o espacio exterior, y conste
fehacientemente la negativa de algún propietario
de local o vivienda a aportar la parte de su propie-
dad que resultaría necesaria para la ejecución de
las obras de acuerdo con la normativa exigible,
ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 55
de la Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del Dere-
cho a la Vivienda en Navarra.

2. Aquellas cuya ejecución, ajustándose plena-
mente a las determinaciones del DB SUA, supon-
ga necesariamente la pérdida de condiciones de
habitabilidad o relativas a otras normas de obliga-
do cumplimiento. 

3. Las que ajustándose a la totalidad de las
determinaciones del DB SUA, su ejecución requie-
re un incremento del presupuesto de ejecución
material superior al 20% sobre el de otras solucio-
nes alternativas que, por la notable mejora en las
condiciones de accesibilidad, resulten admisibles
por el departamento competente en materia de
vivienda, según los siguientes criterios:

a) La reducción de las exigencias sólo será
admisible para casos en que el cumplimiento de la
totalidad de los parámetros incluidos en el DB
SUA sea técnica o económicamente inviable.

b) Las reducciones tienen el carácter de límite,
sin que sea posible adoptarlas si existe la posibili-
dad de ajustarse más a lo dispuesto en la normati-
va.

c) Los límites admisibles serán los dispuestos
en la tabla 2 del documento de apoyo al Código
Técnico de la Edificación DA DB-SUA/2”.

Treinta. Se modifica la redacción de la disposi-
ción transitoria segunda, que queda redactada del
siguiente modo:

“Disposición transitoria segunda. Subvención a
los inquilinos de viviendas que se continúen desti-
nando al arrendamiento cuando concluya el plazo
de calificación.

El departamento competente en materia de
vivienda podrá subvencionar a los inquilinos de
viviendas que se continúen destinando al arrenda-
miento cuando concluya el plazo de calificación y
el periodo de vigencia del régimen de protección
establecido, si se dan las siguientes condiciones:

a) Que el promotor se comprometa a destinar
las viviendas al arrendamiento en las condiciones
establecidas para las viviendas protegidas hasta
el fin de la correspondiente anualidad del contrato.
Este período será prorrogable a instancia del pro-
motor por sucesivas anualidades completas de
arrendamiento, sin tope máximo.

b) Que la solicitud de acogerse a lo establecido
en esta disposición se realice por el promotor:

– en cualquier momento hasta los seis meses
siguientes a la finalización del plazo de califica-
ción, surtiendo efectos desde dicha finalización

– o hasta un mes antes de finalizar las siguien-
tes anualidades completas”. 

Treinta y uno. Se modifica la redacción de la
disposición transitoria novena, que queda redacta-
da del siguiente modo:
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“Disposición transitoria novena. Ingresos míni-
mos para la renovación o prórroga de la subven-
ción por arrendamiento.

En la renovación o prórroga de los contratos de
arrendamiento de viviendas de protección oficial y
viviendas adscritas a la bolsa de alquiler, no se
exigirán ingresos mínimos para el acceso a la
correspondiente subvención”.

Treinta y dos. Se modifica la letra d) del punto
2 del Anexo I, con la siguiente redacción:

“d) las viviendas de precio tasado calificadas
en régimen de alquiler están sometidas al régimen
de protección durante 15 años desde su califica-
ción definitiva. Las viviendas de precio pactado
calificadas en régimen de alquiler están sometidas
al régimen de protección durante 10 años desde
su calificación definitiva, y durante 8 años en el
caso de ser viviendas de precio pactado en alqui-
ler con opción de compra”.

Treinta y tres. Se añade un punto 3 al Anexo I,
con la siguiente redacción:

“3. Viviendas en régimen de cesión uso.

La duración del régimen de protección de las
viviendas de protección oficial calificadas en régi-
men de cesión de uso será indefinida o, en su
caso, hasta que finalice la duración del derecho de
superficie, siempre y cuando dicho derecho de
superficie se constituya para un mínimo de 50
años”.

Treinta y cuatro. Se modifica la redacción del
siguiente apartado contenido en la explicación del
coeficiente BI del Anexo II, que queda redactada
del siguiente modo:

“A los efectos de lo dispuesto en este decreto
foral, no computarán en ningún caso las anualida-
des por alimentos percibidas por los padres en vir-
tud de decisión judicial, ni las ayudas de emergen-
cia social o extraordinar ias, no per iódicas,
concedidas por cualquier Administración Pública”.

Disposición adicional única. Precios máxi-
mos de renta de las viviendas protegidas durante
2017.

Los precios máximos de renta de las viviendas
protegidas fijados en el apartado dos del artículo 1
de la presente ley foral se mantendrán vigentes
hasta el 1 de enero de 2018, fecha en la que se
aplicará el mecanismo de actualización estableci-
do en esta ley foral.

Disposición transitoria primera. Fecha de
aplicación del nuevo baremo y reservas para la

adjudicación de las viviendas a través del Censo
de solicitantes de vivienda protegida.

El baremo y reservas resultantes tras la entra-
da en vigor de la presente ley foral se aplicarán a
los procedimientos de adjudicación de viviendas
que se inicien a partir del 1 de diciembre de 2016.

Disposición transitoria segunda. Obras de
rehabilitación de viviendas titularidad de entidades
locales iniciadas con anterioridad a la entrada en
vigor del presente decreto foral.

En el plazo de dos meses desde la entrada en
vigor de la ley foral que modifica el presente
decreto foral, las entidades locales podrán solicitar
la subvención prevista en el punto 3 del artículo 57
para aquellas viviendas cuyas obras de rehabilita-
ción, finalizadas o no, se hayan iniciado en 2016.

Disposición derogatoria única. Derogación
normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de
igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en
esta ley foral. 

Disposición final primera. Habilitación al
Gobierno de Navarra para elaborar un texto refun-
dido.

Se autoriza al Gobierno de Navarra para apro-
bar, en el plazo de doce meses a partir de que se
resuelva el recurso de inconstitucionalidad plante-
ado por el Presidente del Gobierno de España
contra varios de los artículos de la Ley Foral
24/2013, de 2 de julio, de medidas urgentes para
garantizar el derecho a la vivienda en Navarra, un
texto refundido en el que se integren, debidamente
regularizadas, aclaradas y armonizadas, la Ley
Foral 10/2010, de 10 de mayo, del Derecho a la
Vivienda en Navarra, y demás normas que se
enumeran a continuación, así como las normas
con rango de ley que las hubieren modificado y las
que, afectando a su ámbito material, puedan, en
su caso, promulgarse antes de la aprobación por
el Gobierno de Navarra del texto refundido que
proceda y así se haya previsto en las mismas:

– Artículos 11 a 17 y disposición adicional cuar-
ta de la Ley Foral 6/2009, de 5 de junio, de medi-
das urgentes en materia de urbanismo y vivienda.

– Disposición adicional trigésima tercera de la
Ley Foral 19/2011, de 28 de diciembre, de Presu-
puestos Generales de Navarra para el año 2012.

– Ley Foral 24/2013, de 2 de julio, de medidas
urgentes para garantizar el derecho a la vivienda
en Navarra.
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– Disposición final segunda de la Ley Foral
38/2013, de 28 de diciembre, de modificación de
diversos impuestos y otras medidas tributarias

– Ley Foral 27/2014, de 24 de diciembre, por la
que se modifica la Ley Foral 10/2010, de 10 de
mayo, del Derecho a la Vivienda en Navarra, esta-
bleciendo los módulos aplicables a las actuacio-
nes protegibles en materia de vivienda y creando
el Registro General de Viviendas de Navarra.

– Ley Foral por la que se adoptan medidas de
apoyo a los ciudadanos y ciudadanas en materia
de vivienda.

Disposición final segunda. Habilitación regla-
mentaria.

Se autoriza al Gobierno de Navarra y al conse-
jero competente en materia de vivienda para dictar
cuantas disposiciones reglamentarias exijan la
aplicación y el desarrollo de esta ley foral. Asimis-
mo, se habilita al Gobierno de Navarra para modi-
ficar mediante disposición reglamentaria todo el
contenido del artículo 2 de la presente ley foral.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente ley foral entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de Navarra.

En sesión celebrada el día 5 de septiembre de
2016, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

En ejercicio de la iniciativa legislativa que les
reconoce el artículo 19.1.b) de la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra, los Grupos Parlamentarios Geroa Bai,
EH Bildu Nafarroa, Podemos-Ahal Dugu y la Agru-
pación de Parlamentarios Forales de Izquierda-
Ezkerra han presentado la proposición de Ley
Foral de creación de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 148 del Reglamento de la Cámara,
previa audiencia de la Junta de Portavoces, SE
ACUERDA:

1.º Ordenar la publicación de la proposición de
Ley Foral de creación de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra.

2.º Remitir la referida proposición de Ley Foral
al Gobierno de Navarra a los efectos previstos en
el artículo 148 del Reglamento.

Pamplona, 5 de septiembre de 2016

La Presidenta: Ainhoa Aznárez Igarza 

Proposición de la Ley Foral de 
creación de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la

Comunidad Foral de Navarra

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I

La sociedad tiene que hacer frente a retos que
modifican y condicionan sus formas de actuación
y gestión. Los cambios sociales, empresariales,
laborales, políticos, administrativos, tecnológicos,
etc. nos han situado ante un nuevo paradigma
político-administrativo. Como consecuencia, los
instrumentos de control hoy en día existentes no
resultan suficientes para prever, vigilar, y monitori-
zar la actividad política y administrativa a fin de
prevenir actos de corrupción o malas prácticas.
Atendiendo a lo expuesto se ve necesario crear un
organismo específico que esté coordinado con los
entes de control y fiscalización existentes dentro
de la propia Administración y los del ámbito parla-
mentario y de esta forma mejorar los resultados
de las políticas públicas y alcanzar el máximo
grado de transparencia y de buen hacer.

Mediante esta ley foral se crea la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comuni-
dad Foral de Navarra, con el objetivo de prevenir e
investigar posibles casos de corrupción, fomentar
las buenas prácticas y preservar la transparencia
y la integridad de las Administraciones y del sector
público de Navarra. 

Proposición de Ley Foral de creación de la Oficina de Buenas Prácticas y
Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra



En la presente ley foral, y de conformidad con
los instrumentos jurídicos internacionales, por
corrupción se entiende cualquier abuso de poder
para obtener réditos privados para sí mismo o
para terceros.

II

Para combatir la corrupción y fortalecer las
buenas prácticas es imprescindible que la socie-
dad intervenga en el control de la Administración
Pública. Para garantizar la participación se deben
crear mecanismos reales de participación ciuda-
dana en el control eficaz de sus instituciones y
establecer sistemas de rendición de cuentas de
los responsables políticos ante la ciudadanía y
sus órganos de representación.

III

La creación de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción se realiza al amparo del artículo
49.1. de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto,
de Reintegración y Amejoramiento del Régimen
Foral de Navarra, y, mediante la misma, la Comu-
nidad Foral de Navarra da cumplimiento a la
Resolución 58/4, de 31 de octubre de 2003, de la
Asamblea General de Naciones Unidas, por la
que se aprueba la Convención de las Naciones
Unidas contra la Corrupción, en cuyo artículo 6
establece la necesidad de crear órganos encarga-
dos de prevenir la corrupción en los distintos Esta-
dos parte. Asimismo, con su creación se profundi-
za en los parámetros establecidos por la Unión
Europea en la lucha contra el fraude y recogidos
en el artículo 325 del Tratado de la Unión Europea
y del Tratado de Funcionamiento de la Unión Euro-
pea. 

A su vez, la puesta en marcha de la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción fortalece el
cumplimiento por parte de la Comunidad Foral de
Navarra de los compromisos derivados de la firma
y ratificación por parte del Estado español del
Convenio Civil sobre la Corrupción (número 174
del Consejo de Europa) y del Convenio Penal
sobre la Corrupción (número 173 del Consejo de
Europa), así como de la Resolución 24 (97) del
Consejo de Europa sobre los veinte principios rec-
tores de la lucha contra la corrupción.

IV

Esta ley foral se estructura en seis títulos,
cinco transitorias, tres disposiciones adicionales,
una derogatoria y una disposición final.

El título I se refiere a la creación, naturaleza
jurídica y objeto de la Oficina de Buenas Prácticas

y Anticorrupción. En este título se aborda el régi-
men jurídico, ámbito de actuación de la misma y
sus funciones.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción debe promover y establecer medidas para
prevenir, investigar, combatir la corrupción, fomen-
tar y mejorar las buenas prácticas y proteger a los
denunciantes. Su finalidad primordial es fortalecer
la actuación de las instituciones públicas de la
Comunidad Foral de Navarra para evitar que se
produzca un menoscabo moral en ellas y un
empobrecimiento económico en la Hacienda
Pública redundando en perjuicio de la ciudadanía
y en la merma en la calidad de los servicios públi-
cos.

Su ámbito de actuación abarca al conjunto de
instituciones que conforman la Comunidad Foral.
Asimismo, la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción puede actuar sobre empresas y entida-
des privadas y personas físicas en función de su
relación con las Administraciones.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción se articula en torno a cuatro grandes princi-
pios que constituyen sus ejes de actuación. La
prevención es el primero de ellos. En su desarrollo
la Oficina velará por la transparencia en la gestión
de lo público y la participación de la sociedad civil;
supervisará la obligación de rendir cuentas de la
gestión de lo público; promoverá la inclusión y la
observancia de un código de buenas prácticas de
los cargos electos, cargos de libre designación y
empleados del sector público. Vigilará y controlará
el conflicto de intereses en la gestión de lo público.
En el ejercicio de su función preventiva, la Oficina
realizará, en colaboración con las Administracio-
nes Públicas, la identificación de los riesgos de
corrupción y malas prácticas y elaborará propues-
tas para su erradicación. También realizará el
estudio de conductas de escasa probidad de
empleados y cargos públicos, sus causas y for-
mas de erradicarlas. Trabajará para la interioriza-
ción y adopción de conductas éticas en la gestión
de lo público. Para ello, la Oficina formulará reco-
mendaciones con el objeto de promover la cultura
de las buenas prácticas y el aislamiento de la
corrupción. Asimismo, realizará asesoramiento
institucional especializado y desarrollará activida-
des de formación de trabajadores del sector públi-
co, cargos políticos y cargos directivos. La Oficina
de Buenas Prácticas y Anticorrupción también
contribuirá al fomento y asimilación en nuestra
sociedad de los valores cívicos de respeto y cui-
dado de lo público y de rechazo del fraude y la
corrupción en todos los ámbitos de la sociedad.
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La investigación es el segundo eje de actua-
ción, cuyo objeto será identificar a los responsa-
bles de desviaciones en fondos públicos, conflic-
tos de intereses –reales o potenciales–, abusos y
desviación de poder, uso no autorizado de infor-
maciones de acceso reservado, aprovechamiento
en beneficio particular o de terceros de bienes y
recursos públicos, así como de otras conductas
irregulares de autoridades, altos cargos y trabaja-
dores del sector público, personas físicas o jurídi-
cas, que pudieran ser causa de perjuicio moral o
económico para las Administraciones Públicas.
Una vez finalizada la investigación, cuando en el
curso de la misma se detecten indicios de irregula-
ridades administrativas para las que esté prevista
sanción administrativa, la Oficina remitirá las
investigaciones de forma inmediata a los órganos
administrativos competentes para que actúen en
consecuencia e impidan que se sigan produciendo
dichas irregularidades. En el supuesto de que en
el transcurso de una investigación se descubran
indicios delictivos se dará traslado inmediato de la
misma a los órganos jurisdiccionales. El procedi-
miento de investigación también podrá concluir
con la formulación de recomendaciones al orga-
nismo afectado para corregir o evitar disfunciones
que afecten a la integridad de la institución y de
las personas que la componen.

El control y la evaluación de las medidas de
lucha contra el fraude y la corrupción es el tercer
eje de acción de esta Oficina. Para ello, establece-
rá canales de coordinación y cooperación estable
con otras instituciones a los efectos de cumplir
sus objetivos. Con su ejercicio favorecerá la pro-
moción de los máximos niveles de integridad,
honestidad y transparencia en el diseño y desarro-
llo de políticas públicas y en la prestación de ser-
vicios públicos y en la gestión de los recursos
públicos. Asimismo contribuirá a evaluar los instru-
mentos jurídicos y las medidas administrativas de
control y lucha contra la corrupción establecidas
en las Administraciones Públicas.

Se configura como el cuarto eje que inspira
esta ley foral la protección de las personas que,
perteneciendo al ámbito de actuación de esta ley
foral, denuncien conductas sospechosas o prácti-
cas irregulares que produzcan menoscabo moral o
económico a nuestras Instituciones. Su finalidad
es evitar que se produzcan empeoramientos de
las condiciones laborales o profesionales por
haber defendido los valores cívicos de nuestra
sociedad. Por lo tanto, la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción deberá contribuir a proteger a
las personas que denuncien conductas sospecho-
sas de corrupción o prácticas irregulares de con-
formidad con lo dispuesto en esta ley foral. 

En el título II, se analiza el procedimiento de
investigación, la protección de la persona denun-
ciante o informante y el tratamiento de la docu-
mentación calificada como reservada.

La tarea de investigación de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción se inicia de oficio,
previo análisis de los hechos denunciados por
particulares, funcionarios o instituciones y perso-
nas jurídicas, públicas o privadas. 

El título III aborda la colaboración de la Oficina
con otros organismos y entidades de derecho
público. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción se coordinará, para mejorar su eficacia
en el ejercicio de sus funciones, con otras institu-
ciones, Administraciones Públicas y entes públicos
en la forma establecida en esta ley foral y con
pleno respeto a las respectivas competencias.

El título IV se dedica a regular los resultados
de la actividad desarrollada por la Oficina, que
pasarán por la rendición de cuentas a la ciudada-
nía de la Comunidad Foral de Navarra y su Parla-
mento, con la elaboración de una memoria anual y
su remisión a la cámara legislativa. No obstante, la
dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción emitirá un informe anual que dé cuenta
de las actividades desarrolladas por la Oficina en
cumplimiento de sus funciones de prevención e
investigación, control y evaluación. El informe será
presentado y debatido en la Comisión de Peticio-
nes del Parlamento de Navarra. Todo ello sin per-
juicio de informes extraordinarios o especiales que
pudieran realizarse. Se garantiza en este título la
publicidad debida de todos estos informes.

El título V se refiere a la dotación de medios
personales y materiales de la Oficina. La misma
será dirigida por una directora o director que ha de
ser una persona independiente y de probada sol-
vencia elegida por el Parlamento de Navarra. Por
su parte, al personal empleado en la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción se le aplicará el
Estatuto de Régimen y Gobierno interior del Parla-
mento de Navarra y con carácter supletorio la nor-
mativa general del empleado público de la Comu-
nidad Foral, respetando siempre los principios de
publicidad, mérito y capacidad para la provisión de
los puestos de trabajo. Asimismo se contempla el
régimen especial de incompatibilidades aplicables
al personal vinculado a ella.

El título VI aborda el régimen sancionador, defi-
ne las infracciones, califica su gravedad y estable-
ce las sanciones correspondientes. La experiencia
nos indica que las meras recomendaciones, y el
reproche público es insuficiente. Por este motivo la
ley fija sanciones atribuyendo esta competencia a
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la Dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y
Anticorrupción o requiriendo a las autoridades
competentes en materia disciplinaria a que las
ejerzan.

Por último, esta ley foral incluye un conjunto de
disposiciones adicionales, transitorias y finales
que afectan a otras normas de nuestro ordena-
miento jurídico y que facilitan la puesta en marcha
del cumplimiento del objetivo de la Oficina.

TÍTULO I 

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

Objeto, principios generales, régimen jurídico y

ámbito

Artículo 1. Objeto y naturaleza jurídica.

1. El objeto de esta ley foral es la creación de la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra, que queda adscrita
al Parlamento de Navarra y se configura como
entidad de Derecho Público, con personalidad jurí-
dica propia y plena capacidad de obrar para el
cumplimiento de sus fines.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción se crea para la detección, prevención, investi-
gación y persecución de la corrupción y prácticas
fraudulentas de las instituciones públicas de Nava-
rra y de las sociedades y entidades participadas
por estas. Se crea, para impulsar y favorecer una
cultura de buenas prácticas, de valores cívicos y
buen gobierno en la ciudadanía, y rechazar la
corrupción en el diseño, ejecución y evaluación de
políticas públicas o actuaciones administrativas.

Artículo 2. Principios generales.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra sirve con
objetividad a los intereses generales de acuerdo a
los principios de integridad, neutralidad, responsa-
bilidad, imparcialidad, proporcionalidad, confiden-
cialidad y dedicación al servicio público. 

Igualmente, deberá respetar en su actuación
los principios de legalidad, eficacia, eficiencia y
economía en el cumplimiento de los objetivos y
finalidades públicos. 

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción en sus relaciones con los ciudadanos actúa
de conformidad con los principios de transparen-
cia, de participación y rendición de cuentas.

Artículo 3. Régimen jurídico.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra se regirá
por lo dispuesto en esta ley foral y por las normas
de Derecho Administrativo.

Para la imposición de las sanciones estableci-
das en el título VI se seguirán las disposiciones y
los principios previstos en esta ley foral y en la
normativa vigente del procedimiento sancionador
administrativo o, en el caso de infracciones impu-
tables al personal al servicio de entidades, el régi-
men disciplinario funcionarial, estatutario o laboral
que en cada caso resulte aplicable.

Artículo 4. Ámbito de actuación de la Oficina.

El ámbito de actuación de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
Navarra es:

1. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra y sus organismos, entes, entidades, fun-
daciones, consorcios y empresas públicas, con
participación mayoritaria o dominio efectivo, inde-
pendientemente de que se rijan por el derecho
público o privado. En el caso de que dicha partici-
pación sea inferior al 50%, el ámbito de actuación
de la Oficina se extenderá al control de las activi-
dades de gestión de servicios públicos, de ejecu-
ción de obras pública, de asistencia o suministro,
a cuenta del sector público de Navarra.

2. Las entidades locales de Navarra y sus
organismos, entes, entidades, fundaciones y
empresas públicas, con participación mayoritaria o
dominio efectivo, independientemente de que se
rijan por el derecho público o privado. En el caso
de que dicha participación sea inferior al 50%, el
ámbito de actuación de la Oficina se extenderá
únicamente al control de las actividades de ges-
tión de servicios públicos, de ejecución de obras
pública, de asistencia o suministro, a cuenta del
sector público de Navarra.

3. La Universidad de Pública de Navarra y sus
entes, entidades, fundaciones y organismos
dependientes.

CAPÍTULO II

Fines y funciones

Artículo 5. Funciones.

1. Son funciones de la Oficina de Buenas Prác-
ticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra:

a) La función de prevención.

b) La función de investigación.

c) La función de evaluación.
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d) La función de protección. 

Artículo 6. Función de prevención.

La función de la Oficina de Buenas Prácticas y
Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra
en mater ia de prevención comprenderá las
siguientes actuaciones: 

a) Identificar los riesgos de corrupción, detec-
tar las conductas inapropiadas o contrarias a la
integridad y a la ética pública. Para ello recogerá
datos y elaborará estudios que le permitan identifi-
car las tipologías de fraude en el sector público,
los ámbitos en los que se producen y las situacio-
nes que facilitan su aparición. 

b) Elaborar un nuevo Código Ético y de Con-
ducta que establezca las normas éticas y de con-
ducta que han de observar los miembros del
Gobierno de Navarra, altos cargos, personal even-
tual, directivos de las entidades que integran el
sector público así como los cargos electos del par-
lamento de Navarra y de la Administración Local,
debiendo ajustar sus actuaciones a los principios
de objetividad, integridad, neutralidad, responsabi-
lidad, imparcialidad, confidencialidad, transparen-
cia, ejemplaridad, dedicación al servicio público,
eficacia, honradez, austeridad, respeto a la igual-
dad de género y respeto, promoción y protección
del entorno cultural, lingüístico y medioambiental.
El Código será aprobado por el Parlamento de
Navarra con rango de ley foral.

c) Promover, impulsar y garantizar la aplicación
del Código Ético y de Conducta, así como la guía
de buenas prácticas, en la Administración Pública,
con el objetivo de coadyuvar en la mejora de la
calidad de la prestación de los servicios públicos.

d) Gestionar el Registro de actividades e inte-
reses, así como verificar la información aportada
en las declaraciones de actividades e intereses,
dirimir los casos de conflicto y comprobar la justifi-
cación de las variaciones en forma de incremento
del patrimonio de los cargos públicos. A tal efecto,
la Oficina actuará por iniciativa propia, justificada
con un informe motivado. Podrá, también, verificar
la información declarada y dirimir los casos de
conflicto sobre el régimen de incompatibilidades
de altos cargos y electos públicos de la Adminis-
tración Local de Navarra, siempre y cuando así
sea acordado por el órgano competente de la
Administración Local y tras la formalización del
respectivo convenio.

e) Asesorar, elaborar informes, formular pro-
puestas, incluyendo propuestas de modificaciones
normativas, dirigidas a mejorar las actuaciones del
sector público y a incorporar criterios que puedan

evitar disfunciones o actuaciones discrecionales y
mejoren la práctica administrativa. 

f) Diseñar y programar las acciones formativas
y de sensibilización en materia de prevención y
lucha contra el fraude y la corrupción. 

g) Colaborar a solicitud del órgano o la institu-
ción competente, ya sea de carácter pública o pri-
vada, en la formación del personal en todo aquello
a lo que hace referencia esta ley. 

h) Aquellas otras actuaciones cuyo contenido y
finalidad puedan ser consideradas acciones pre-
ventivas contra el fraude y la corrupción.

Artículo 7. Función de investigación.

1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra en materia de investigación compren-
derán, entre otras, las siguientes actividades:

a) Investigar sobre conductas irregulares o
abusivas de autoridades, altos cargos y personal
al servicio de las administraciones públicas o fun-
daciones y empresas públicas, con participación
mayoritaria o dominio efectivo, independientemen-
te de que se rijan por el derecho público o privado,
que vayan en detrimento del código ético o que
pudieran ser causa de perjuicio económico o de
reputación para el sector público de Navarra, ya
sea de forma directa o indirecta.

b) Investigar el uso en beneficio privado de
informaciones derivadas de las funciones propias
del personal al servicio del sector público y el
aprovechamiento en beneficio particular o de ter-
ceros de bienes y recursos públicos.

c) Investigar la conculcación de los principios
de igualdad, mérito, publicidad y capacidad en la
provisión de los puestos de trabajo en el sector
público, así como en las fundaciones y empresas
públicas, con participación mayoritaria o dominio
efectivo, independientemente de que se rijan por
el derecho público o privado. 

d) Realizar el seguimiento y verificación de las
ejecuciones de los encargos a entes instrumenta-
les y contratos administrativos licitados y adjudica-
dos por alguno de los sujetos previstos en el artí-
culo 4.1, 2 y 3 de la presente ley foral.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción colaborará con las comisiones parlamenta-
rias de investigación, cuando así se lo demanden
de forma expresa, en la elaboración de dictáme-
nes o realizando informes singulares sobre asun-
tos que estén dentro del ámbito de su competen-
cia. 

B.O. del Parlamento de Navarra / IX Legislatura Núm. 100 / 7 de septiembre de 2016

25



3. Cuando en un proceso de investigación se
detecten actos o situaciones que competencial-
mente correspondan a otras instituciones de con-
trol y/o fiscalización se dará traslado de las actua-
ciones realizadas al órgano o institución que
competa a los efectos oportunos. En el plazo de
un mes el órgano o institución a la que ha sido
derivadas las actuaciones comunicará a la Oficina
las medidas que vaya a llevar a cabo. 

Artículo 8. Función de evaluación

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra llevará a
cabo las tareas de control, seguimiento y evalua-
ción de la eficacia de las medidas de prevención
de la corrupción y fomento de las buenas prácti-
cas. En el ejercicio de las mismas se coordinará
con otros órganos de control siempre respetando
las competencias y funciones propias de cada
uno. 

2. Las actuaciones deberán contribuir a garan-
tizar los máximos niveles de integridad, honesti-
dad y transparencia en los procesos de contrata-
ción pública, de encargos a entes instrumentales,
de subvenciones, de toma de decisiones, en la
correcta prestación de los servicios públicos y en
la planificación y gestión eficiente de los bienes,
competencias y recursos públicos, contribuyendo
a la evaluación de los instrumentos jurídicos y las
medidas administrativas de control y lucha contra
la corrupción ya establecidas en las Administracio-
nes Públicas. 

3. Los informes de evaluación de cada actua-
ción contemplarán:

a) Las modificaciones normativas introducidas
a instancia o recomendación de la Oficina.

b) Las modificaciones que hayan sido propues-
tas por la Oficina en las prácticas rutinarias o usos
establecidos y hayan sido aceptadas.

c) Las modificaciones propuestas y aceptadas
sobre los precedentes administrativos que pueden
estar afectando a una gestión eficaz, transparente
y equitativa.

d) Análisis de resultados.

e) Adopción de buenas prácticas en la empre-
sa privada relacionada con las administraciones
públicas. 

f) Otros indicadores de evaluación que se defi-
nan en cada actuación.

Artículo 9. Función de protección.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra garantiza-

rá que el personal al servicio de las instituciones o
empresas recogidas en el artículo 4.1, 2 y 3 de la
presente ley foral, que por su puesto deban infor-
mar sobre la legalidad de una decisión y/o proce-
dimiento, informen con total independencia y sin
presiones o intentos de influir negativamente en
las funciones. 

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra garantiza-
rá que las personas que denuncien posibles casos
de corrupción no sufran un empeoramiento de las
condiciones de su entorno laboral o sean sujeto
de cualquier forma de perjuicio o discriminación,
sin que ello suponga interferencia en investigacio-
nes o procedimientos de índole penal y teniendo
presente los límites establecidos en el artículo 10.
La dirección de la Oficina promoverá ante las
autoridades competentes las acciones correctoras
o de restablecimiento, de las que dejará constan-
cia en la memoria anual. 

3. Toda persona denunciante o informante de
hechos o conductas cuya comprobación corres-
ponda a la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción puede, si lo solicita, obtener el compromi-
so escrito de que su identidad no será revelada a
terceras personas. A tal efecto los datos de dicha
persona denunciante o informante y los detalles
que pudieran determinar su identificación serán
mantenidos en secreto por el personal al servicio
de la Oficina. 

CAPÍTULO III

Límites y deber de colaboración

Artículo 10. Límites. 

1. En cualquier caso, las funciones de la Ofici-
na de Buenas Prácticas y Anticorrupción se ejer-
cerán sin perjuicio de las que correspondan a la
Cámara de Comptos de Navarra, al Defensor del
Pueblo de Navarra u otras instituciones de control
y fiscalización. 

2. De idéntica manera, la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de Navarra ejercerá sus
funciones sin perjuicio de las correspondientes a
la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal. 

Artículo 11. Deber de colaboración.

A fin de poder desarrollar sus funciones, las
Administraciones Públicas y entidades a que se
refiere el artículo 4 de la presente ley foral debe-
rán de colaborar con la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de Navarra en todo aquello
que esta necesite y esté en relación con hechos
investigados por la misma. En este sentido, y
teniendo en cuenta el principio de proporcionali-
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dad en las actuaciones, la Oficina podrá acceder a
los locales y a la información de que dispongan
las citadas Administraciones Públicas y/o entida-
des. 

Aquellas personas físicas o jurídicas, públicas
o privadas, que tengan el deber de colaborar con
la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción y
que dificulten el ejercicio de sus funciones o que
se nieguen a facilitarle los informes, documentos o
expedientes que les sean requeridos incurrirán en
las responsabilidades establecidas por la ley.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción colaborará y cooperará con instituciones
autonómicas, estatales, europeas y/o internacio-
nales que tengan competencias o que cumplan
funciones análogas en materia de transparencia,
fraude y anticorrupción.

TÍTULO II

Del procedimiento de investigación.

Artículo 12. Buzón.

1. Se habilitará por la Oficina un buzón destina-
do a recibir quejas, denuncias o sugerencias de la
ciudadanía en relación con conductas de los car-
gos electos, del personal y altos cargos al servicio
del sector público, de las fundaciones y empresas
públicas, con participación mayoritaria o dominio
efectivo independientemente de que se rijan por el
derecho público o privado, que tengan o puedan
tener como resultado cualquier aprovechamiento
contrario al ordenamiento jurídico, que comportan
conflicto de intereses o que consisten en el uso en
beneficio privado de informaciones que tengan por
razón de sus funciones, así como, el abuso en el
ejercicio de estas funciones. 

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra estudiará
las citadas quejas y denuncias y determinará si
incoa de oficio un expediente de investigación a fin
de determinar posibles responsabilidades. En caso
de rechazarse la incoación de un expediente de
investigación, se dará respuesta motivada al parti-
cular sobre los extremos que hayan fundamentado
dicha decisión. En cualquier caso, la Oficina en el
informe anual, de forma motivada, señalará el
número de denuncias recibidas y cuáles han sido
tomadas en consideración y cuáles no. 

3. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción también valorará las sugerencias recogiendo
en el Informe Anual y de forma motivada la acep-
tación o no de las mismas.

4. El Informe Anual se hará público, siempre
cumpliendo con los principios recogidos en la nor-

mativa sobre protección de datos de carácter per-
sonal.

Artículo 13. Abstención y recusación.

1. Para el personal de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción regirán las causas de
abstención y recusación que rigen en el procedi-
miento administrativo común. 

2. Tanto la abstención como la recusación se
plantearán por escrito en el que se expresará la
causa o causas en que se fundan y serán resuel-
tas por la directora o director sin posibilidad de
que la decisión sea recurrida. En caso que la recu-
sación o abstención sean planteadas por o a la
dirección de la Oficina será la directora o director
adjunto quien resuelva.  

CAPÍTULO I

Iniciación del procedimiento

Artículo 14. Iniciación.

1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra se iniciarán siempre de oficio por
acuerdo de su dirección, tanto a iniciativa propia o
por denuncia de persona física o jurídica, pública
o privada, o de una solicitud razonada presentada
por otros órganos o instituciones públicas. Estas
actuaciones estarán sujetas, entre otros, a los
principios de objetividad, seriedad, discreción,
confidencialidad y celeridad

2. Las autoridades, cargos directivos y respon-
sables de oficinas públicas, organismos públicos y,
en general, quienes cumplan funciones públicas o
desarrollen su trabajo en entidades y organismos
públicos, han de comunicar desde el momento en
el que tengan conocimiento, los hechos suscepti-
bles de ser considerados constitutivos de prácti-
cas fraudulentas o irregulares contrarias al interés
general, sin perjuicio de las obligaciones de notifi-
cación propias de la legislación procesal penal.
Para ello se establecerán los canales adecuados. 

Artículo 15. Actuaciones previas.

1. La iniciación de actuaciones, el archivo de
denuncias, comunicaciones o de solicitudes razo-
nadas por parte de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Nava-
rra han de ir precedidas del análisis de veracidad
de los hechos o conductas que han sido objeto de
la denuncia o la comunicación o que han funda-
mentado la solicitud. Para fundamentar dicho aná-
lisis de veracidad, la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción podrá solicitar al denunciante
información o documentación adicional, no
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pudiéndose amparar en la falta de documentación
que no esté a disposición del denunciante y pueda
ser conseguida por la propia Oficina, para recha-
zar el inicio de actuaciones.

2. Con carácter previo a la adopción del acuer-
do de inicio, así como en las fases de comproba-
ción e investigación, la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción podrá personarse en
cualquier centro de las administraciones que con-
forman la Comunidad Foral de Navarra y las enti-
dades que integran la Administración Local, así
como el sector público instrumental, para compro-
bar cuantos datos fuesen necesarios, revisar
documentación o expedientes y podrá realizar las
entrevistas personales que considere oportunas.
No podrá, en virtud del principio de colaboración
de los organismos requeridos, negársele el acce-
so a expedientes o documentación administrativa
relacionada con la actividad o servicio objeto de la
investigación. En el caso de particulares, la potes-
tad de comprobación e investigación se limitará a
los convenios, contabilidad, contratos o ayudas
públicas otorgadas. 

3. Todas las entidades públicas o privadas del
ámbito de aplicación de esta ley, establecidas en
el artículo 4, están obligadas a suministrar a la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción la
información necesaria para el desarrollo de sus
funciones. Dicha información será una obligación
preestablecida o requerida de forma razonada,
indicando su finalidad, y no pudiendo ser utilizada
para otra. Tendrá la condición de información
reservada y la documentación será devuelta a su
origen una vez finalice la necesidad de su uso.

Artículo 16. Plazos.

La iniciación del procedimiento como resultado
de una denuncia o comunicación de una persona
física o jurídica o de órganos o instituciones públi-
cas deberá acordarse en un plazo que no podrá
exceder el término de 30 días hábiles desde la
presentación de la denuncia o comunicación a la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 17. Denuncias y comunicaciones.

Las denuncias o comunicaciones se dirigirán a
la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de
la Comunidad Foral de Navarra y deberán realizar-
se por escrito. Se formularán en cualquier momen-
to, aunque los hechos o circunstancias se hubie-
ran iniciado o producido con anterioridad.

Artículo 18. Supuestos de no tramitación.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra archivará

las denuncias, comunicaciones o solicitudes razo-
nadas presentadas por personas físicas o jurídi-
cas, órganos o instituciones públicas, que carez-
can de fundamento o, en su caso, no sean
completadas tras el requerimiento de subsanación
de defectos o deficiencias que afectaran a la soli-
dez de la denuncia o comunicación.

2. El archivo será comunicado al interesado
mediante escrito motivado indicándole, en su
caso, las vías oportunas para hacer valer sus
derechos.

3. En caso de que las denuncias o comunica-
ciones se presenten en dependencias ajenas a la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra, estas las remitirán a
la Oficina en un plazo no superior a 7 días. Los
plazos citados en el artículo 16 no empezarán a
computar hasta la recepción de la denuncia o
comunicación por la Oficina.

Artículo 19. Acuerdo de iniciación.

1. El acuerdo de iniciación de este procedi-
miento corresponde a la dirección de la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comuni-
dad Foral de Navarra y se notificará a los interesa-
dos.

2. El acuerdo contendrá al menos:

a) El nombramiento de la persona instructora
del procedimiento. 

b) Los hechos que motivan su incoación.

c) Órgano competente para la resolución del
procedimiento.

d) Indicación del derecho a formular alegacio-
nes y a la audiencia en el procedimiento y de los
plazos para su ejercicio, así como indicación de
que, en caso de no efectuar alegaciones en el
plazo previsto sobre el contenido del acuerdo de
iniciación, este podrá ser considerado propuesta
de resolución cuando contenga un pronunciamien-
to preciso acerca de la responsabilidad imputada.

CAPÍTULO II

Procedimiento de tramitación

Artículo 20. Tramitación.

1. Acordado el inicio del procedimiento, la Ofici-
na de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra promoverá la oportu-
na investigación para el esclarecimiento de los
hechos. La tramitación se llevará a cabo con suje-
ción a lo establecido en la normativa vigente del
procedimiento administrativo común. El personal
de la Oficina que tenga atribuidas funciones de
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investigación e inspección tendrá la condición de
autoridad a efectos probatorios y podrá:

a) Personarse, acreditando la condición de
autoridad o agente de la Oficina, en cualquier ofi-
cina o dependencia de las Administraciones y enti-
dades públicas o centro afecto a un servicio públi-
co, dentro del ámbito de esta ley, para solicitar
información, efectuar comprobaciones in situ y
examinar los documentos, expedientes, libros,
registros, contabilidad y bases de datos, cualquie-
ra que sea el soporte en que estén grabados, así
como los equipos utilizados.

b) Efectuar las entrevistas personales que se
estimen convenientes, tanto en la correspondiente
dependencia administrativa como en la sede de la
Oficina. Los entrevistados tienen derecho a ser
asistidos por la persona que ellos mismos desig-
nen, incluida la asistencia letrada.

c) Acceder, en lo que la legislación vigente per-
mite, a la información de cuentas corrientes en
entidades bancarias en que se hayan podido efec-
tuar pagos o disposiciones de fondos relacionados
con procedimientos de adjudicación de contratos
públicos u otorgamiento de subvenciones públicas,
mediante el requerimiento oportuno.

d) Acordar, al efecto de garantizar la indemni-
dad de los datos que puedan recogerse, la realiza-
ción de fotocopias adveradas de los documentos
obtenidos, cualquiera que sea el soporte en que
estén almacenados.

2. La negativa o dilación injustificada del
denunciado o de sus superiores a dar respuesta
escrita, podrán ser valoradas por la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción como obstaculi-
zadoras de su actuación de investigación. De ello
dejará constancia en su memoria anual con inde-
pendencia de la imposición de la correspondiente
sanción.

3. Los funcionarios y otros empleados públicos
que se negasen injustificadamente a remitir los
informes solicitados, o dejaran transcurrir el plazo
fijado sin haberlos emitido, podrán ser requeridos
por la dirección de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción para que manifiesten las razones
que justifiquen tal actitud, sin perjuicio de que
pudiera ser motivo de apertura de expediente dis-
ciplinario o sancionador.

Artículo 21. Caducidad.

La duración de las actuaciones de investiga-
ción de la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra no
podrá exceder de seis meses desde que se adop-
tó el acuerdo de iniciación, salvo que la compleji-

dad del caso aconseje una ampliación del tiempo,
que en todo caso habrá de ser acordada expresa
y motivadamente y no podrá superar el plazo de
seis meses más.

Artículo 22. Reserva de datos.

1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra han de asegurar en todo caso la reser-
va máxima para evitar perjuicios a la persona o a
la entidad investigada y como salvaguarda de la
eficacia del procedimiento jurisdiccional o adminis-
trativo que se pueda iniciar como consecuencia de
dichas actuaciones.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción no puede divulgar los datos de carácter per-
sonal ni ponerlos en conocimiento de otras perso-
nas o instituciones que no sean las que, de
acuerdo con las disposiciones vigentes, puedan
conocerlos por razón de sus funciones. Tampoco
puede utilizar estos datos con finalidades distintas
a las de la presente ley foral.

3. Los antecedentes recogidos por la Oficina,
dentro del ámbito de actuación que le es propio y
en el ejercicio de las funciones que le correspon-
den, deben ser entregados a la autoridad compe-
tente para iniciar cuando proceda los procedimien-
tos administrativos de carácter sancionador o las
correspondientes actuaciones penales. 

4. Los datos de carácter personal serán trata-
dos de acuerdo a la normativa vigente en protec-
ción de datos de carácter personal.

Artículo 23. Medidas cautelares.

Durante la tramitación de los procedimientos,
la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de
la Comunidad Foral de Navarra puede solicitar
razonadamente al órgano competente que adopte
las medidas cautelares oportunas, si la eficacia y
el resultado de las investigaciones en curso o el
interés público así lo exigen. 

El órgano competente deberá acordar y mante-
ner estas medidas hasta que la dirección de la Ofi-
cina solicite lo contrario y, en todo caso, cuando
comunique el resultado de sus actuaciones.

Artículo 24. Resolución.

1. Una vez finalizada la tramitación, la persona
encargada de la instrucción propondrá resolver:

a) La finalización del procedimiento, con archi-
vo de las actuaciones, sin que sea necesaria la
formulación de una propuesta de resolución.

b) Iniciar un procedimiento sancionador de
conformidad con lo dispuesto en esta ley.
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c) Remitir a la Fiscalía o al Juzgado de Guardia
todas las actuaciones iniciadas, si a resultas de la
investigación emprendida por la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad
Foral de Navarra, ésta advirtiera conductas o
hechos presumiblemente constitutivos de delito. 

d) Dar traslado a la jurisdicción del Tribunal de
Cuentas en el caso de que de las investigaciones
se pueda derivar una posible responsabilidad con-
table, directa o subsidiaria.

e) Dar traslado a los responsables de la Admi-
nistración Pública correspondiente de la propuesta
de medidas cautelares o definitivas a adoptar
sobre los hechos investigados en el caso de que
se tratase de un ilícito, así como instar a las Auto-
ridades competentes a la instrucción, en su caso,
del expediente correspondiente en el que se depu-
ren las responsabilidades disciplinarias en que
pudieran haber incurrido. En este caso, la Admi-
nistración en el plazo de un mes deberá presentar
un informe ante la Oficina de Buenas Prácticas y
Anticorrupción sobre las medidas adoptadas o, en
su caso, los motivos de su no implementación.

f) La propuesta de elaboración o modificación
de disposiciones como reglamentos, circulares e
instrucciones en el ámbito de su competencia.

2. La directora o director de la Oficina, a la
vista de la propuesta de resolución de la persona
encargada de la instrucción, deberá resolver moti-
vadamente en el plazo máximo de diez días
desde la recepción de la propuesta de resolución. 

CAPÍTULO III

Protección del denunciante y documentos

reservados

Artículo 25. Protección del denunciante.

1. La actuación de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra prestará especial atención a la protección
de las personas que denuncien posibles casos de
vulneración de los bienes y principios que con
esta ley se pretenden proteger. En este sentido, la
Oficina velará por que estas personas no sufran
aislamiento, persecución o un empeoramiento de
las condiciones de su entorno laboral, o puedan
sufrir cualquier forma de perjuicio o discriminación
como consecuencia de su comportamiento cívico.

2. La persona denunciante ha de estar protegi-
da frente a todo empeoramiento de las condicio-
nes de su entorno laboral o profesional, de cual-
quier perjuicio económico, moral o discriminatorio,
que pudiera sufrir como consecuencia de su com-
portamiento cívico de denuncia de hechos que

considera pueden ser constitutivos de fraude o de
corrupción. A tal efecto la persona podrá permane-
cer en el anonimato, no pudiendo revelar la Ofici-
na de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra sus datos ni a la
Administración, entidad o funcionario afectado ni a
terceros, sin perjuicio de que, cuando los hechos
investigados puedan ser constitutivos de delito,
sea el Juez el que arbitre las medidas de protec-
ción necesarias al respecto.

3. En caso de que los hechos denunciados
sean constitutivos de ilícito penal, dicha protección
se dispensará de conformidad con lo establecido
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley
Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre, de protec-
ción a testigos y peritos en causas criminales, a la
que quedará acogido en calidad de denunciante.

Artículo 26. Tratamiento de la información.

1. La información que en el curso de una inves-
tigación pueda aportar cualquier persona afecta-
da, a través de su testimonio o colaboración per-
sonal, tendrá el carácter de reservada, sin
perjuicio de lo dispuesto en el libro II, título I de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal sobre la denuncia
de hechos que pudiesen revestir carácter delictivo. 

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra podrá ins-
tar a las Administraciones y resto de entidades
incluidas en el artículo 4 de esta ley para que le
proporcionen todos los documentos que considere
necesarios para el desarrollo de su función, inclui-
dos aquellos expedientes o documentos clasifica-
dos como secretos de acuerdo con la ley, no
pudiendo la Administración afectada negarse a
entregarlos si no es por acuerdo motivado del
órgano competente, que remitirá certificación
negativa al respecto. En caso de que el documen-
to declarado secreto fuera decisivo para la eficacia
de la investigación abierta, se pondrá en conoci-
miento del Parlamento de Navarra.

3. En relación con los expedientes declarados
secretos que se participarán a la Oficina se adop-
tarán las adecuadas medidas de protección y
seguridad.

TÍTULO III

De la colaboración con otros organismos y

entidades

Artículo 27. Cámara de Comptos y Defensor
del Pueblo de Navarra.

1. Cuando así sea necesario, la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción a través de la
Mesa del Parlamento de Navarra solicitará la cola-
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boración de la Cámara de Comptos y/o al Defen-
sor del Pueblo de Navarra. Asimismo, la Oficina
remitirá copia de todos sus informes a la Cámara
de Comptos y al Defensor del Pueblo de Navarra.

2. A principios de año la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción comunicara al Defensor
del Pueblo de Navarra y a la Cámara de Comptos
su plan anual de actuación a fin de evitar posibles
duplicidades e interferencias. 

Artículo 28. El Parlamento de Navarra.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra, a petición
de las Comisiones parlamentarias de investiga-
ción o de cualquier otra comisión parlamentaria,
debe cooperar con dichas comisiones en la elabo-
ración de dictámenes o recomendaciones sobre
asuntos o actuaciones objeto de la presente ley
foral. 

2. La dirección de la Oficina acudirá a las
Comisiones parlamentarias a las que sea convo-
cada a los efectos de informar del estado de sus
actuaciones. Asimismo podrá solicitar cuando lo
crea conveniente su comparecencia ante las mis-
mas.

Artículo 29. Otros organismos.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra colaborará
con otros organismos o entidades públicos o pri-
vados en el ámbito de la prevención y lucha contra
el fraude y la corrupción.

Artículo 30. Sociedad Civil.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de Navarra promoverá periódicamente espa-
cios de encuentro e intercambio con la sociedad
civil donde se recogerán sus aportaciones.

TÍTULO IV

De la actividad

CAPÍTULO I

Rendición de cuentas

Artículo 31. Memoria anual.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra anualmen-
te dará cuenta de la actividad realizada, mediante
la elaboración de una Memoria o Informe que
recoja las acciones de la Oficina en relación a sus
funciones de prevención, investigación, control y
evaluación, así como las acciones formativas y de
asesoramiento especial realizadas.

Esta Memoria recogerá, al menos, el número y
naturaleza de las denuncias presentadas, así
como de las que fueron objeto de investigación y
el resultado de las mismas, con especificación de
las sugerencias o recomendaciones formuladas a
la Administración y del número de procedimientos
abiertos a instancia de la Oficina, tanto de carácter
administrativo, como de carácter judicial contra
empleados del sector público y cargos públicos.
Asimismo, en el Informe se recogerán las discre-
pancias que por escrito hayan señalado los Ins-
pectores y aquellas propuestas de modificación
normativa y evaluaciones realizadas por los For-
madores.

2. En el informe no constarán datos y referen-
cias personales que permitan la pública identifica-
ción de los interesados en el procedimiento inves-
tigador mientras sean investigaciones en curso.
Los datos de carácter personal serán tratados de
acuerdo a la normativa vigente en protección de
datos de carácter personal. 

3. El informe contendrá un anexo en el que se
hará cumplida liquidación del Presupuesto de la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción en el
período a que corresponda dicho informe. Las
cuentas de la Oficina serán auditadas por la
Cámara de Comptos.

4. Un resumen del informe anual será expuesto
oralmente ante la Comisión Parlamentaria corres-
pondiente del Parlamento de Navarra.

Artículo 32. Informes especiales.

1. Cuando la gravedad o urgencia de los hechos
así lo aconsejen, la dirección de la Oficina, podrá
presentar en cualquier momento comunicaciones o
informes extraordinarios que dirigirá a la corres-
pondiente Comisión del Parlamento de Navarra o,
en su caso, a su Comisión Permanente.

2. Tanto la memoria anual como los informes
especiales serán publicados en el Boletín Oficial
de Navarra, así como las conclusiones que adopte
en su caso el Parlamento de Navarra.

Artículo 33. Contenido de los informes.

1. Los informes deberán contener, en su caso,
un detalle sucinto de las infracciones, abusos o
presuntas irregularidades que se hayan observado
y se propondrá la adopción de medidas oportunas
para su corrección.

2. Cuando no se hayan advertido anomalías ni
responsabilidades se hará constar así en el
correspondiente informe.

3. Los informes se remitirán a los órganos o
entidades afectadas con el fin de que se adopten
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las medidas pertinentes, de acuerdo con el conte-
nido de los informes remitidos. Los órganos o enti-
dades afectadas deberán en el plazo de 3 meses
comunicar a la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción las medidas adoptadas.

Artículo 34. Rendición de cuentas a la ciuda-
danía.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra rendirá a
la ciudadanía cuentas de su gestión en el ámbito
de la prevención, investigación y evaluación de
políticas y prácticas relativas al fraude y la corrup-
ción existente en las administraciones y resto de
entidades incluidas en el artículo 4 de esta ley. A
tal efecto se servirá de cuantos medios puedan
ser suficientes para que la ciudadanía pueda estar
informada debidamente. Proporcionará los resulta-
dos de su acción a los medios de comunicación, y
también organizará encuentros con la sociedad
civil para participarles directamente los resultados
de su actividad y las actuaciones llevadas a térmi-
no, señalando las dificultades o reticencias encon-
tradas.

CAPÍTULO II

Recomendaciones y Dictámenes

Artículo 35. Recomendaciones.

Tendrán la consideración de Recomendacio-
nes aquellas propuestas que realice la Oficina,
tanto de oficio como a instancias de cualquiera de
los sujetos definidos en el artículo 4, y busquen
mejorar aquellas situaciones de riesgo o conduc-
tas inapropiadas o contrarias a la integridad. Las
peticiones realizadas a instancia de parte serán
cursadas a través de Mesa del Parlamento de
Navarra.

Asimismo, los miembros del Parlamento de
Navarra, bien de forma individual, o a través de
las Comisiones constituidas o que puedan consti-
tuirse en su seno, podrán recabar, mediante escri-
to motivado y dirigido a la Mesa del Parlamento de
Navarra, la intervención de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra para colaborar y formular propuestas
en la elaboración de las normas jurídicas. En
estos casos las aportaciones de la Oficina tam-
bién adoptarán la forma de Recomendaciones. 

Artículo 36. Dictámenes.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra de oficio, a
petición de las comisiones parlamentarias o de
cualquiera de los sujetos definidos en el artículo 4,
cooperará con los mismos en la elaboración de

dictámenes sobre asuntos que vayan en detrimen-
to del código ético y el ejercicio de un buen
gobierno, en el conjunto de Administraciones
Públicas de Navarra y su sector dependiente. 

Las peticiones realizadas a instancia de parte
serán cursadas a través de Mesa del Parlamento
de Navarra.

TÍTULO V

De los medios personales y materiales

CAPÍTULO I

De la Dirección de la Oficina

Artículo 37. Elección, nombramiento, incompa-
tibilidades y cese de la Dirección de la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de Buenas
Prácticas y Anticorrupción.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción estará dirigida por una directora o director,
que ejercerá el cargo con plena independencia y
objetividad en el desarrollo de las funciones y en
el ámbito de las competencias propias de la Ofici-
na, y actuará siempre con sometimiento pleno a la
legislación vigente.

2. La directora o director no podrá estar afiliado
a ningún partido político, sindicato o asociación
profesional o empresarial.

3. El mandato de la directora o director es de
seis años desde la fecha de su elección por el
Parlamento de Navarra, no pudiendo ser renovado
por lo menos hasta pasados seis años desde que
ceso en el puesto. 

4. La dirección será elegida por el Parlamento
de Navarra entre los ciudadanos y ciudadanas
mayores de edad que disfruten del pleno uso de
sus derechos civiles y políticos y que cumplan las
condiciones de idoneidad, arraigo, probidad y pro-
fesionalidad necesarias para ejercer el cargo.
Deberán estar en posesión de título universitario
de grado superior y contar con más de diez años
de actividad laboral o profesional. Asimismo debe-
rá tener la condición política navarra. 

5. Las personas candidatas a ocupar el cargo
serán propuestas al Parlamento de Navarra por
los grupos parlamentarios y/o por las organizacio-
nes sociales que desarrollen actividad en la
Comunidad Foral de Navarra. 

6. La dirección de la Oficina será elegida por el
Pleno del Parlamento de Navarra por mayoría
absoluta.

7. La dirección de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción será nombrada por la Presi-
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dencia del Parlamento Foral de Navarra y tomará
posesión del cargo en el término de un mes desde
la fecha de la publicación del nombramiento en el
Boletín Oficial de Navarra.

8. La directora o director de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción tendrá competen-
cias exclusivas en todo lo concerniente al gobier-
no, régimen interior y personal al servicio de la
Oficina. Las mismas serán ejercidas de acuerdo
con lo previsto en el presente título, en el Estatuto
del Personal del Parlamento de Navarra y con
carácter supletorio en el Texto Refundido del Esta-
tuto del Personal al servicio de las Administracio-
nes Públicas de Navarra.

Artículo 38. Incompatibilidades.

1. La condición de directora o director de la Ofi-
cina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra es incompatible con
cualquier mandato representativo, cualquier cargo
político o función administrativa, con el ejercicio
de cualquier actividad profesional, mercantil o
laboral, así como con cualquier cargo directivo o
de asesoramiento. 

2. El puesto de dirección tendrá dedicación
exclusiva a esta función y estará sometido al régi-
men de incompatibilidades de los cargos públicos. 

3. La dirección de la Oficina en una situación
de incompatibilidad que le afecte ha de cesar en
la actividad incompatible dentro del mes siguiente
al nombramiento y antes de tomar posesión. Si no
lo hace se entiende que no acepta el nombra-
miento. En el caso de incompatibilidad sobreveni-
da deberá regularizar su situación en el plazo
máximo de un mes.

4. La Comisión Parlamentaria de Régimen
Foral del Parlamento de Navarra será la compe-
tente para dictaminar por mayoría absoluta de los
votos de la Comisión cualquier estado de duda o
controversia sobre las situaciones de incompatibi-
lidad que pudieran afectar a la dirección de la Ofi-
cina. Su dictamen será elevado al Pleno del Parla-
mento para su conocimiento.

Artículo 39. Cese.

1. La directora o director de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad
Foral de Navarra cesará por alguna de las siguien-
tes causas:

a) Renuncia o fallecimiento.

b) Extinción del mandato por finalización del
mismo. 

c) Incompatibilidad sobrevenida.

d) Incapacidad declarada por decisión judicial
firme.

e) Inhabilitación para el ejercicio de los dere-
chos políticos declarada por decisión judicial
firme. 

f) Condena por sentencia firme por comisión
de un delito.

g) Negligencia notoria y grave en el cumpli-
miento de las obligaciones y los deberes del
cargo.

h) Pérdida de la condición política de Navarro o
del pleno disfrute de los derechos civiles o políti-
cos.

2. En el caso de que la causa sea la determi-
nada por la letra g) del apartado 1, el cese de la
dirección ha de ser propuesto por la Comisión
Parlamentaria correspondiente, a la cual el titular
de la dirección tiene el derecho de asistir y hacer
uso de la palabra, y lo ha de acordar el Pleno del
Parlamento de Navarra por mayoría de tres quin-
tas partes. En los demás casos corresponderá el
cese a la Presidencia del Parlamento de Navarra.

3. Una vez producido el cese en la dirección,
se inicia el procedimiento para un nuevo nombra-
miento. En el caso en que se produzca el cese por
la causa determinada en la letra b) del apartado 1
el titular de la dirección ha de continuar ejerciendo
en funciones su cargo hasta que se haga el nuevo
nombramiento. En el resto de los supuestos, mien-
tras no se proceda a la nueva designación, la
dirección será asumida por la directora o director
adjunto.

Artículo 40. Funciones de la dirección de la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra.

a) Representar a la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra.

b) Presentar e informar al Parlamento la
memoria anual de las actividades de la Oficina así
como remitir los informes específicos que elabore
la Oficina.

c) Establecer anualmente las prioridades de la
política de la Oficina en materia de investigación y,
antes de su publicación, remitirlas a la Comisión
Parlamentaria de Régimen Foral, al Defensor del
Pueblo y a la Cámara de Comptos para su conoci-
miento y coordinación.

d) Poner en conocimiento del Parlamento
cuantas incidencias graves se planteen en el des-
arrollo de las funciones de la Oficina, así como
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comunicar al Parlamento los obstáculos o faltas
de colaboración que en el ejercicio de aquellas
pudieran observarse.

e) Establecer el procedimiento interno de ase-
soramiento y control, que incluirá un seguimiento
de la legalidad, relacionado, entre otras cosas, con
el respeto de las garantías procedimentales y los
derechos fundamentales de las personas. 

f) Asignar los trabajos a desarrollar entre el
personal de la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción. 

g) Gestionar el Registro de actividades e inte-
reses.

h) Ejercer la jefatura superior del personal diri-
giendo y coordinando sus actuaciones, así como
desempeñando las relativas a su nombramiento y
contratación.

i) Ejercer las facultades que le corresponden
de organización y dirección de todas las materias
relacionadas con el régimen y gobierno interior,
así como autorizar los gastos y ordenar los pagos
propios de la Oficina.

j) Elaborar el presupuesto anual de la Oficina
de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comu-
nidad Foral de Navarra que se integrará en el Pro-
yecto de Ley Foral de Presupuestos Generales de
Navarra. 

k) Resolver los conflictos de intereses que se
puedan dar con y entre los miembros del personal
cuando en una investigación la independencia y
objetividad se pueda ver comprometida.

l) Garantizar que toda la información facilitada
al público se proporcione de forma neutral e
imparcial y que su divulgación respete la confiden-
cialidad de las investigaciones. 

m) Resolver sobre las solicitudes de recusa-
ción y abstención del personal de la Oficina.

n) Establecer las sanciones por infracción de
los preceptos de la presente ley foral.

2. La dirección puede designar entre el perso-
nal no administrativo de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción a una persona de capa-
cidad y competencia técnica probada para ocupar
el cargo de director o directora adjunta a quien
serán de aplicación las condiciones de elegibilidad
y las incompatibilidades correspondientes a la
directora o director. A la directora o director adjunto
le corresponderá colaborar con la dirección de la
Oficina en la tarea que ésta le encomiende, susti-
tuirlo en caso de ausencia o incapacidad temporal

y asumir las funciones que de acuerdo con la ley
le delegue. 

CAPÍTULO II

Del Personal al servicio de la Oficina

Artículo 41. Del nombramiento, principios,
incompatibilidades y cese.

1. Los puestos de trabajo de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad
Foral de Navarra serán desempeñados por funcio-
narios y funcionarias de las Administraciones
Públicas y/o por personal seleccionado al efecto,
según la naturaleza de las funciones asignadas a
cada puesto de trabajo. Este personal está obliga-
do a guardar secreto de los datos de carácter per-
sonal de que conozca en el desarrollo de su fun-
ción, deber que perdura tras su cese en el
ejercicio del cargo. 

2. El personal al servicio de la Oficina será
seleccionado de acuerdo con los principios de
igualdad, publicidad, mérito y capacidad adecua-
dos a la función encomendada.

3. La relación de puestos de trabajo será apro-
bada por la dirección de la Oficina.

4. A los efectos de que el personal adscrito a la
Oficina cuente con la capacitación técnica y la for-
mación continuada debida, se podrán suscribir
convenios, acuerdos o protocolos docentes con
universidades o cualquier otra entidad de educa-
ción superior y oficinas de naturaleza similar de
carácter autonómico, estatal, comunitario o inter-
nacional.

Artículo 42. Inspectores.

1. Los Inspectores de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción serán seleccionado por
concurso-oposición de entre personas que estén
en posesión de una titulación superior.

2. El inspector tendrá la consideración de auto-
ridad al efecto de la presunción de veracidad
sobre los hechos constatados por aquel y recogi-
dos en documentos formalizados observándose
los requisitos legales correspondientes.

3. El inspector estará sujeto a las mismas cau-
sas de incompatibilidad que la dirección.

Artículo 43. Funciones del Inspector.

1. El Inspector con arreglo a principios de espe-
cialización y división de trabajo, es el órgano de
investigación e inspección y en la medida en que
corresponda de prevención.

2. Son funciones del Inspector:
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a) Realizar la función de investigación a que
hace mención el artículo 7 de esta ley foral.

b) Proponer a la dirección de la Oficina para su
estudio y aprobación, los informes de investiga-
ción y las conclusiones a que llegaran.

c) Elevar a la dirección las propuestas que esti-
men necesarias para un mejor desempeño de su
trabajo.

d) Planificar la labor que les hubiese asignado
la dirección.

e) Todas aquellas que pudiesen serles enco-
mendadas por la dirección.

3. En el caso de existir discrepancia entre el
inspector que ha elaborado una propuesta de
Resolución o Informe y la Resolución y/o Informe
definitivo este podrá consignar la discrepancia por
escrito y añadirla como anexo al Informe y/o
Resolución.

Artículo 44. Formador/Asesor.

1. Existirá, como mínimo, un licenciado que
será responsable del área de formación y evalua-
ción de la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción y que será seleccionado por concurso-
oposición de entre personas que estén en
posesión de una titulación superior.

2. El formador/asesor estará sujeto a las mis-
mas causas de incompatibilidad que la dirección.

Artículo 45. Funciones del Formador.

1. El Formador con arreglo a principios de
especialización y división de trabajo, es el respon-
sable de la evaluación, formación y en la medida
en que corresponda de la prevención.

2. Son funciones del Formador:

a) Realizar la función de control y evaluación
de la eficacia de las medidas de prevención y
lucha contra las malas prácticas y corrupción.

b) Diseñar las políticas de formación y sensibi-
lización en prevención de actuaciones irregulares,
buenas prácticas, así como en la elaboración de
indicadores de evaluación, tanto para administra-
ciones públicas o entes dependientes como para
entidades privadas.

c) Elevar a la dirección las propuestas que esti-
maren necesarias para un mejor desempeño de
su trabajo.

d) Planificar la labor que les hubiese asignado
la dirección.

e) Todas aquellas que pudiesen serles enco-
mendadas por la dirección de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción.

Artículo 46. Personal de la Oficina.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de Navarra dispondrá del personal técnico,
administrativo, auxiliar y subalterno que fuese
necesario para el desarrollo de sus funciones. El
mismo será seleccionado por oposición o concur-
so-oposición.

CAPÍTULO III

Medios materiales y financiación.

Artículo 47. Presupuesto y contabilidad.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción debe disponer de los recursos económicos
necesarios y adecuados para el cumplimiento efi-
caz de las funciones asignadas. 

2. La dotación económica necesaria para el
funcionamiento de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Nava-
rra constituirá partida independiente en los Presu-
puestos Generales del Parlamento de Navarra.

3. La dirección de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción elaborará el Proyecto de Pre-
supuestos a que se refiere el apartado anterior,
remitiéndolo a la Mesa del Parlamento de Navarra
a los efectos oportunos.

4. El presupuesto de la Oficina se rige por la
normativa reguladora de las entidades del sector
público de la Comunidad Foral de Navarra.

5. La contabilidad de la Oficina está sujeta a
los principios de la contabilidad pública y al siste-
ma de autorización, disposición, obligación y pago
para asegurar el control presupuestario.

6. La memoria anual de la Oficina contendrá la
liquidación del presupuesto.

7. El régimen del patrimonio y de contratación
de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción, ejercido a través de sus propios órganos,
será el que rija para la Administración de la Comu-
nidad Foral con las especialidades que se deriven
al tratarse de un órgano dependiente del Parla-
mento de Navarra.

Artículo 48. Contrataciones externas.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra podrá con-
tratar los servicios de especialistas y peritos o
expertos en las materias objeto de control. Los
contratos que deban realizarse se regirán por la
legislación de contratos públicos de Navarra.
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2. Estos servicios especializados estarán suje-
tos al mismo régimen de integridad, neutralidad,
responsabilidad, imparcialidad y confidencialidad
que el resto del personal miembro de la Oficina.

CAPÍTULO IV

Funcionamiento

Artículo 49. Inspección.

1. Todo expediente de investigación deberá ser
tramitado e instruido por un Inspector de acuerdo
a la normativa establecida en la presente ley y con
carácter supletorio en la normativa vigente regula-
dora del procedimiento administrativo común. 

2. En el apoyo a la labor investigadora el Ins-
pector podrá contar con colaboración estando
sujetos a las necesidades y requerimientos del
Inspector. 

Artículo 50. Formación y prevención.

1. Las funciones de formación y evaluación
serán realizadas por el Formador. 

2. Las funciones de prevención serán realiza-
das bien por un Inspector, por un Formador o
mediante la colaboración entre ambos técnicos.
En caso que se establezca una colaboración entre
Formador e Inspector corresponderá a la dirección
de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción
designar al responsable.

3. En el apoyo a la labor de prevención el res-
ponsable podrá contar con colaboración estando
estos sujetos a las necesidades y requerimientos
del responsable. 

TÍTULO VI

Del procedimiento sancionador

Artículo 51. Responsabilidad.

Son responsables de las infracciones, aun a
título de simple inobservancia, las autoridades,
directivos y el personal al servicio de las entidades
previstas en el artículo 4, que realicen acciones o
que incurran en las acciones u omisiones tipifica-
das en la presente ley.

Artículo 52. Tipicidad.

Son infracciones sancionables a efectos de
esta ley:

1. Obstaculizar el procedimiento de investiga-
ción:

a) Negándose al envío de información.

b) Remitiendo reiteradamente la información
de forma incompleta o errónea.

c) Dificultando el acceso a los expedientes o
documentación administrativa necesaria.

d) No adoptando las medidas cautelares solici-
tadas por la Oficina.

2. Las infracciones de las personas obligadas a
la colaboración en las investigaciones son:

a) No asistir injustificadamente a la compare-
cencia comunicada por la Oficina de Buenas Prác-
ticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra. 

b) Realizar denuncias manifiestamente falsas y
que no sean objeto de constituir infracción penal.

3. No comunicar motivadamente a la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción la decisión de
desatender el requerimiento de inicio del expe-
diente disciplinario o en su caso sancionador.

4. No colaborar en la protección del denunciante.

5. Filtrar información en el curso de la investi-
gación.

Artículo 53. Clases de infracciones.

1. Infracciones muy graves:

a) El incumplimiento de las obligaciones de
colaboración activa previstas o de suministro de
información cuando se haya desatendido el reque-
rimiento expreso de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción tras un primer retraso. 

b) El incumplimiento de la obligación de comu-
nicar motivadamente a la Oficina el acuerdo de
desatender el requerimiento de inicio de expedien-
te disciplinario o en su caso sancionador.

d) La falta de colaboración en la protección del
denunciante.

e) La filtración de información en el curso de la
investigación. 

f) Denunciar actividades objeto de investiga-
ción por parte de la Oficina que sean manifiesta-
mente falsas.

g) No adoptar las medidas cautelares solicita-
das por la Oficina.

2. Infracciones graves:

a) Retraso injustificado al envío de la informa-
ción.

b) Dificultar el acceso a los expedientes o
documentación administrativa necesaria para la
investigación.

c) No asistir injustificadamente a la compare-
cencia que reciba de la Oficina de Buenas Prácti-
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cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra.

d) No comunicar los hechos que sean suscep-
tibles de ser considerados constitutivos de corrup-
ción o conductas fraudulentas o ilegales contrarias
al interés general.

3. Infracciones leves:

a) Remisión reiterada de la documentación de
forma incompleta o errónea sin causa justificada.

b) La falta de diligencia en la custodia de los
documentos objeto de investigación.

Artículo 54. Sanciones

A las infracciones del artículo anterior le son
aplicables las siguientes sanciones:

1. Infracciones leves:

a) Amonestación.

b) Multa coercitiva de hasta 2.000€.

2. Infracciones graves:

a) Declaración del incumplimiento y publica-
ción del mismo en el Boletín Oficial de Navarra.

b) Multa desde 2.001€ a 20.000€.

3. Infracciones muy graves:

a) Declaración del incumplimiento y publica-
ción del mismo en el Boletín Oficial de Navarra.

b) Suspensión de funciones o cargo por un
período de hasta tres años.

c) Multa desde 20.001€ a 60.000 €.

Artículo 55. Competencia sancionadora y pro-
cedimiento.

1. El órgano competente para imponer sancio-
nes como consecuencia de la comisión de las
infracciones previstas en el presente título es la
dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción de la Comunidad Foral de Navarra.

2. En el supuesto que en atención a la normati-
va vigente la competencia para la imposición de
sanciones disciplinarias corresponda a otro órga-
no, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra requerirá
al citado órgano para que tome las acciones nece-
sarias a fin de imponer la sanción correspondien-
te. En el plazo de un mes la Administración com-
petente deberá presentar un informe ante la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción en el
que se señalen las medidas adoptadas o a adop-
tar y en caso contrario los motivos de su no imple-
mentación.

3. Para la imposición de las sanciones se
seguirán las disposiciones y los principios previs-
tos en esta ley y en la normativa vigente regulado-
ra del procedimiento sancionador administrativo o,
en el caso de infracciones imputables al personal
al servicio de entidades, el régimen disciplinario
funcionarial, estatutario o laboral que en cada
caso resulte aplicable.

4. La duración de las actuaciones sancionado-
ras de la Oficina no podrá exceder de seis meses
desde que se adoptó el acuerdo de iniciación del
procedimiento sancionador, salvo que la compleji-
dad del caso aconseje una ampliación del tiempo
que, en todo caso, no podrá superar otros seis
meses.

5. La oficina, en su informe anual, recogerá las
solicitudes de incoación de expedientes y las
actuaciones llevadas a cabo por la administración
u organización correspondiente.

Artículo 56. Prescripción de las infracciones y
sanciones. 

1. Las infracciones y sanciones previstas en
esta ley foral prescribirán:

a) En el caso de infracciones y sanciones muy
graves, a los tres años.

b) En el caso de infracciones y sanciones gra-
ves, a los dos años.

c) En el caso de infracciones leves las mismas
prescribirán a los seis meses y sanciones leves, al
año.

2. El plazo de prescripción de las infracciones
comenzará a contarse desde el día en que la
infracción se hubiera cometido. En el caso de
infracciones continuadas o permanentes, el plazo
comenzará a correr desde que finalizó la conducta
infractora.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con
conocimiento del interesado, de un procedimiento
penal o administrativo de naturaleza sancionado-
ra, reiniciándose el plazo de prescripción si el
expediente sancionador estuviera paralizado
durante más de un mes por causa no imputable al
presunto responsable.

3. El plazo de prescripción de las sanciones
comenzará a contarse desde el día siguiente a
aquel en que sea ejecutable la resolución por la
que se impone la sanción o haya transcurrido el
plazo para recurrirla.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con
conocimiento del interesado, del procedimiento de
ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquel
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está paralizado durante más de un mes por causa
no imputable al infractor.

En el caso de desestimación presunta del
recurso de alzada interpuesto contra la resolución
por la que se impone la sanción, el plazo de pres-
cripción de la sanción comenzará a contarse
desde el día siguiente a aquel en que finalice el
plazo legalmente previsto para la resolución de
dicho recurso.

Disposición transitoria primera. En el plazo
máximo de un año desde la entrada en vigor de
esta ley foral, la dirección deberá elaborar una
propuesta de regulación de la actividad de lobbies
y de lobbistas, en la que se incluya la creación de
un registro y código de conducta que deberá regir
la actividad. Esta regulación deberá ser aprobada
por el Parlamento de Navarra con rango de ley
foral y deberá establecer un procedimiento sancio-
nador para el caso de incumplimientos.

Disposición transitoria segunda. En el plazo
máximo de un año desde la entrada en vigor de
esta ley foral, la dirección deberá elaborar un
nuevo Código Ético y de Conducta que establezca
las normas éticas y de conducta que han de
observar de los miembros del Gobierno de Nava-
rra, altos cargos, personal eventual, directivos de
las entidades que integran el sector público así
como los cargos electos del Parlamento de Nava-
rra y de la Administración Local, debiendo ajustar
sus actuaciones a los principios de objetividad,
integridad, neutralidad, responsabilidad, imparcia-
lidad, confidencialidad, transparencia, ejemplari-
dad, dedicación al servicio público, eficacia, hon-
radez, austeridad, respecto a la igualdad de
género y respeto, promoción y protección del
entorno cultural y medioambiental. El Código será
aprobado por el Parlamento de Navarra con rango
de ley foral.

Disposición transitoria tercera. Durante el
año 2017 los recursos económicos de la Oficina
de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comu-
nidad Foral de Navarra estarán integrados por:

1. Las asignaciones presupuestarias corres-
pondientes con cargo a los presupuestos de la
Comunidad Foral de Navarra.

2. Los rendimientos procedentes de los bienes
y derechos que le sean adscritos.

3. Cualquier otro ingreso que le corresponda
en virtud de ley, contrato y/o convenio.

Disposición transitoria cuarta. El Parlamento
de Navarra aprobará, a propuesta de la dirección
de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción
de la Comunidad Foral de Navarra, el Reglamento

de Organización y Funcionamiento de este órga-
no, así como las ulteriores modificaciones del
mismo. Este Reglamento se aprobará en el plazo
de seis meses desde el nombramiento de la direc-
tora o director de la Oficina. 

Disposición transitoria quinta. Para la pues-
ta en marcha de la Oficina de Buenas Prácticas y
Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra
se ofertará entre los funcionarios de los niveles
asignados a los puestos de trabajo aprobados, la
adscripción en comisión de servicio a dichas pla-
zas.

Disposición adicional primera. En todo lo no
previsto en la presente ley en relación a contratos,
régimen de presupuestos, procedimiento adminis-
trativo y régimen interno con carácter supletorio
será de aplicación lo dispuesto en la normativa
foral y/o general.

Disposición adicional segunda. Modificación
de la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos
Públicos en los siguientes términos:

El artículo 2.1.a), Personas y entidades someti-
das a la ley foral, queda redactado de la siguiente
manera:

1. Quedan sometidas a las disposiciones de la
presente ley foral:

a) El Parlamento de Navarra, la Cámara de
Comptos, el Defensor del Pueblo de Navarra y la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra. 

El artículo 8.5, Encargos a entes instrumenta-
les considerados medios propios, queda redacta-
do de la siguiente manera:

5. Los entes instrumentales deberán disponer
de los medios materiales y técnicos adecuados
para ejecutar la mayor parte o una parte significa-
tiva de la prestación objeto del encargo, sin perjui-
cio de que para poder llevar a cabo las prestacio-
nes objeto del mismo puedan efectuar
contrataciones. Estas contrataciones no podrán
conllevar el traslado de la ejecución de más del 50
por 100 del precio del encargo. La adjudicación de
dichos contratos quedará sometida a las normas
de la presente ley foral. A estos efectos, no ten-
drán la consideración de terceros otros entes ins-
trumentales de las entidades que realicen los
encargos.

A tal efecto, el ente instrumental al que se
efectúe el encargo deberá, en el plazo de cinco
días desde la recepción del encargo, justificar ante
el ente que realice el encargo la disponibilidad de
dichos medios. Si se estimara que no dispone de
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ellos, la prestación objeto del encargo deberá ser
licitada según los procedimientos recogidos en la
presente ley foral.

Excepcionalmente podrá superarse tal porcen-
taje de contratación siempre que se justifique
exhaustivamente la existencia de una justa causa
tendente a la economía, eficacia o eficiencia en la
ejecución del encargo como el especial conoci-
miento del mercado, la mejor organización empre-
sarial para la ejecución del conjunto de la presta-
ción o actividad, u otras que justifiquen que el
encargo conllevará un valor añadido a la presta-
ción final.

Los encargos en los que se pretenda superar
dicho límite deberán ser publicados en el Portal de
Contratación de Navarra. En todo caso, cuando
los entes instrumentales contraten más del 10 por
100 de manera externa deberán comunicarlo, de
forma motivada, a la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Nava-
rra.

Disposición adicional tercera. Ley Foral
19/1996, de 4 de noviembre, de incompatibilida-
des de los miembros del Gobierno de Navarra y
de los altos cargos de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra, nueva redacción de
los siguientes artículos: 

Artículo 8. Órgano de gestión.

1. El Registro de actividades e intereses de
altos cargos será gestionado con total indepen-
dencia por la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción de la Comunidad Foral de Navarra. 

Artículo 10. Información al Parlamento de
Navarra.

Para asegurar la transparencia del control del
régimen de incompatibilidades previsto en esta ley
foral, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra remitirá al
Parlamento de Navarra, cada seis meses, informa-
ción del cumplimiento de las obligaciones de
declarar por los altos cargos, así como de las
infracciones que se hayan cometido en relación

con esta ley foral y de las sanciones que hayan
sido impuestas.

Artículo 11. Declaración de actividades.

3. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra examinará
la declaración y, de apreciar defectos formales,
requerirá su subsanación al interesado.

Artículo 12. Declaración de bienes y derechos.

5. Junto con la declaración patrimonial, com-
prensiva de la totalidad de sus bienes, derechos y
obligaciones, el alto cargo dará su autorización
para que la Oficina de Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra pueda solicitar a las entidades bancarias
un certificado de los saldos existentes en las
cuentas corrientes declaradas en dichas fechas. 

Artículo 17. Actuaciones previas al procedi-
miento sancionador.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción, con anterioridad a la iniciación de cualquier
expediente sancionador, podrá realizar actuacio-
nes previas de carácter reservado con objeto de
determinar si concurren circunstancias que justifi-
quen tal iniciación.

Artículo 19. Órganos competentes del procedi-
miento sancionador.

El órgano competente para la incoación del
procedimiento sancionador es la dirección de la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra y el órgano compe-
tente para la instrucción será el funcionario desig-
nado por la dirección de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra.

Disposición derogatoria única. Quedan dero-
gadas cuantas disposiciones de igual o inferior se
opongan a lo dispuesto en esta ley foral.

Disposición final. Esta ley foral entrará en
vigor al día siguiente de su publicación en el Bole-
tín Oficial de Navarra. 
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Moción por la que el Parlamento de Navarra insta al Gobierno de España
a crear un fondo para la indemnización de las víctimas del amianto

TRAMITACIÓN EN LA COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO

En sesión celebrada el día 5 de septiembre de
2016, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa
audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

1.º Disponer que la moción por la que el Parla-
mento de Navarra insta al Gobierno de España a
crear un fondo para la indemnización de las vícti-
mas del amianto, presentada por el Grupo Parla-
mentario Partido Socialista de Navarra y publica-

da en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra
número 88, de 17 de junio de 2016, se tramite en
la Comisión de Desarrollo Económico.

2.º Ordenar la publicación del presente Acuer-
do en el Boletín Oficial del Parlamento de Nava-
rra.

Pamplona, 5 de septiembre de 2016

La Presidenta: Ainhoa Aznárez Igarza


